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PROYECTO DE LEY NUMERO 33 DE 2002 SENADO
por medio de la cual se aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo de
Cartagena “Compromiso de la comunidad Andina por la democra-
cia”, hecho en Oporto, Portugal, el diecisiete (17) de octubre de mil

novecientos noventa y ocho (1998).
El Congreso de la República

Visto el texto del Protocolo Adicional al Acuerdo de Cartagena
“Compromiso de la Comunidad Andina por la Democracia”,
hecho en Oporto, Portugal, el diecisiete (17) de octubre de mil
novecientos noventa y ocho (1998), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
Instrumento Internacional mencionado).

PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO
DE CARTAGENA

“COMPROMISO DE LA COMUNIDAD ANDINA
POR LA DEMOCRACIA”

Los Gobiernos de Bolivia, Colombia, el Ecuador, el Perú y Vene-
zuela,

REAFIRMANDO lo establecido en el Acuerdo de Cartagena que
señala que los Países Miembros convienen en suscribir el Acuerdo de
Integración Subregional, “Fundados en los principios de igualdad,
justicia, paz, solidaridad y democracia”;

DESTACANDO que la Comunidad Andina es una comunidad de
naciones democráticas, que desde la constitución de su proceso
integrador han demostrado una permanente voluntad para promover la
vigencia de la vida democrática y el estado de derecho, tanto en la
Subregión Andina como en América Latina y el Caribe;

AFIRMANDO que la acción política de la Comunidad Andina y
su política exterior común tienen como objetivo el desarrollo,
perfeccionamiento y la consolidación de la democracia y el estado de
derecho; y

RATIFICANDO la Declaración Presidencial sobre Compromiso
de la Comunidad Andina por la Democracia, suscrito en Santa Fe de
Bogotá, el 7 de agosto de 1998.

ACUERDAN:
ARTICULO 1

La plena vigencia de las instituciones democráticas y el estado de
derecho son condiciones esenciales para la cooperación política y el
proceso de integración económica, social y cultural en el marco del
Acuerdo de Cartagena y demás instrumentos del Sistema Andino de
Integración.

ARTICULO 2
Las disposiciones contenidas en el presente Protocolo se aplicarán

en caso de producirse una ruptura del orden democrático en cualquiera
de los Países Miembros.

ARTICULO 3
Ante acontecimientos que puedan ser considerados como ruptura

del orden democrático en un País Miembro, los demás Países Miem-
bros de la Comunidad Andina realizarán consultas entre sí y, de ser
posible, con el país afectado para examinar la naturaleza de los
mismos.

ARTICULO 4
Si el resultado de las consultas mencionadas en el artículo anterior

así lo estableciera, se convocará el Consejo de Ministros de Relaciones
Exteriores, el cual determinará si los acontecimientos ocurridos cons-
tituyen una ruptura del orden democrático, en cuyo caso adoptará
medidas pertinentes para propiciar su pronto restablecimiento.

Estas medidas conciernen especialmente a las relaciones y compro-
misos que se derivan del proceso de integración andino. Se aplicarán
en razón de la gravedad y de la evolución de los acontecimientos
políticos en el país afectado y comprenderán:

a) La suspensión de la participación del País Miembro en alguno de
los órganos del Sistema Andino de Integración;

b) La suspensión de la participación en los proyectos de coopera-
ción internacional que desarrollen los Países Miembros;

c) La extensión de la suspensión a otros órganos del Sistema,
incluyendo la inhabilitación para acceder a facilidades o préstamos por
parte de las instituciones financieras andinas;

d) Suspensión de derechos derivados del Acuerdo de Cartagena y
concertación de una acción externa en otros ámbitos; y,
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e) Otras medidas y acciones que de conformidad con el Derecho
Internacional se consideren pertinentes.

ARTICULO 5
Las medidas señaladas en el artículo anterior, serán adoptadas por

el Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores mediante
Decisión, sin la participación del País Miembro afectado. La Decisión
entrará en vigencia en la fecha de su aprobación y será notificada de
inmediato a dicho país.

ARTICULO 6
Sin perjuicio de lo anterior, los Gobiernos de los Países Miembros

continuarán desarrollando gestiones diplomáticas tendientes a propi-
ciar el restablecimiento del orden democrático en el País Miembro
afectado.

ARTICULO 7
Las medidas adoptadas en virtud del artículo 4 cesarán mediante

Decisión una vez que el Consejo Andino de Ministros de Relaciones
Exteriores determine que se ha restablecido el orden democrático en
el país afectado.

ARTICULO 8
La Comunidad Andina procurará incorporar una cláusula democrá-

tica en los acuerdos que suscriba con terceros, conforme a los criterios
contenidos en este Protocolo.

ARTICULO 9
Este Protocolo entrará en vigencia cuando todos los Países Miem-

bros hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación en la
Secretaría General de la Comunidad Andina.

Hecho en la ciudad de Oporto, Portugal, a los diecisiete días del mes
de octubre de mil novecientos noventa y ocho, en cinco originales,
todos ellos igualmente válidos.

Por la República de Bolivia,
Javier Murillo de La Rocha.

Por la República de Colombia,
Guillermo Fernández de Soto.

Por la República del Ecuador,
José Ayala Lasso.

Por la República del Perú,
Fernando de Trazegnies Granda.

Por la República de Venezuela,
Miguel Angel Burelli Rivas.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 3 de octubre de 2000
Aprobado, sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo adicional al Acuerdo de

Cartagena “Compromiso de la Comunidad Andina por la Demo-
cracia”, hecho en Oporto, Portugal, el diecisiete (17) de octubre de mil
novecientos noventa y ocho (1998).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Protocolo adicional al Acuerdo de Cartagena
“Compromiso de la Comunidad Andina por la Democracia”,
hecho en Oporto, Portugal, el diecisiete (17) de octubre de mil
novecientos noventa y ocho (1998), que por el artículo 1° de esta ley
se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione
el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publi-
cación.

Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por el suscrito

Ministro de Relaciones Exteriores.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional, someto a consideración del

honorable Congreso de la República el Protocolo adicional al Acuer-
do de Cartagena “Compromiso de la Comunidad Andina por la
Democracia” hecho en Oporto, Portugal el 17 de octubre de mil
novecientos noventa y ocho (1998).

Aunque este Protocolo fue hecho en la ciudad de Oporto en la fecha
citada, su proceso de suscripción por los Ministros de Relaciones
Exteriores de los cinco países andinos culminó el 10 de junio de 2000.
Entrará en vigencia una vez sea aprobado por los Congresos de
Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y Venezuela y se depositen los
respectivos instrumentos de ratificación en la Secretaría General de la
Comunidad Andina.

Antecedentes
Los Jefes de Estado y de Gobierno de los países iberoamericanos

reunidos en la isla de Margarita, República de Venezuela, los días
8 y 9 de noviembre de 1997, centraron la reflexión de la VII
Cumbre Iberoamericana en el tema de los valores éticos de la
democracia. En ella los mandatarios ratificaron su compromiso de
hacer mantener y hacer crecer un interés generalizado por el
perfeccionamiento del régimen democrático y de los órganos y
estructura que lo conforman.

Así mismo, declararon estar convencidos de que la democracia es
no solo un sistema de gobierno, sino también una forma de vida a la que
los valores éticos dan consistencia y perdurabilidad: aunando la
voluntad de continuar en el camino de fortalecer y perfeccionar los
sistemas democráticos; de progresar cada vez más en el respeto y
protección de los derechos humanos; de garantizar el respeto del
estado de derecho; de lograr un óptimo equilibrio entre equidad y
eficiencia en nuestros sistemas económicos, con el objeto de la
búsqueda de la justicia social; de manejar los sistemas de administra-
ción de justicia; de elevar el nivel de la ética pública; de contribuir,
conforme con la legislación vigente en cada país, a un eficiente
funcionamiento de los partidos políticos y de los procesos electorales;
de velar por la libertad de expresión como elemento fundamental de
los sistemas democráticos y de incentivar a los pueblos para su
participación activa en la consecución de tales propósitos.

El 7 de agosto de 1998, los Presidentes de Bolivia, Colombia,
Ecuador y Venezuela, y el Primer Vicepresidente del Perú, reunidos en
Santa Fe de Bogotá, con motivo de la toma de posesión del señor
Presidente Andrés Pastrana Arango, celebraron la victoria de la
democracia colombiana, manifestación inequívoca de la vocación de
paz del pueblo colombiano. También expresaron su profunda satisfac-
ción por el exitoso proceso democrático registrado por ese entonces en
el Ecuador.

En la Declaración del Consejo Presidencial Andino sobre Demo-
cracia e Integración, los Presidentes andinos, reunidos en la fecha
arriba mencionada, expresaron que la vigencia de la democracia en
América Latina se ve fortalecida con estas experiencias de los países
de la Comunidad Andina, que han asumido la democracia como
condición indispensable para la estabilidad, la paz y el desarrollo de la
subregión.

Los Presidentes consideraron propicia esta oportunidad para dar
testimonio de su compromiso por la democracia, en la convicción de
que su consolidación contribuirá a asegurar una efectiva y creciente
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participación ciudadana en todos los ámbitos de la vida política,
económica y social.

Por iniciativa del Presidente Andrés Pastrana Arango y bajo su
presidencia, se constituyeron en Consejo Presidencial Andino, a fin de
suscribir el Compromiso de la Comunidad Andina con la Democracia.

En dicho Compromiso quedó estipulado que la Comunidad Andina
es una comunidad de naciones democráticas. La plena vigencia de la
democracia ha sido condición esencial para el diálogo y la cooperación
política, fundamentos del proceso de integración económica, social y
cultural en el marco del Acuerdo de Cartagena, y demás instrumentos
que conforman el Sistema Andino de Integración.

Así mismo, en dicho documento quedó establecido que la Comu-
nidad Andina tiene entre sus objetivos principales el desarrollo y
consolidación de la democracia y el Estado de Derecho, así como el
respeto de los derechos humanos y las libertades fundamentales.

En virtud de dichos postulados, los Presidentes encomendaron al
Consejo Andino de Ministros de Relaciones Exteriores la preparación,
antes de fin de año (1998), de un proyecto de Protocolo Adicional al
Acuerdo de Cartagena, que estableciera las medidas a ser adoptadas
por los países ante una eventual ruptura del orden democrático en un
país miembro.

A Colombia le correspondió ejercer la Presidencia pro tempore de
la Comunidad Andina entre junio de 1998 y junio de 1999, en el año
del XXX Aniversario de la Suscripción del Acuerdo de Cartagena.

Los Presidentes de Bolivia, Colombia, Ecuador, Venezuela y el
Representante Especial del Presidente del Perú, reunidos en la ciudad
de Quito para asistir a la ceremonia de transmisión del mando presi-
dencial al Presidente Jamil Mahuad Witt, consideraron propicia la
ocasión de este acto de reafirmación democrática para constituirse en
Consejo Presidencial y evaluar la marcha del proceso a la luz de los
mandatos de la última reunión Cumbre de la Comunidad Andina. En
este sentido acordaron, entre otros aspectos, impulsar la participación
organizada de la sociedad civil en la construcción de la Comunidad
Andina, a través de la creación de mecanismos de comunicación,
cooperación e integración. Esta participación ciudadana deberá pro-
mover, el espíritu y la voluntad integracionista de nuestros pueblos,
contribuir al diseño de la agenda social comunitaria para la erradica-
ción de la pobreza y la marginalidad y fortalecer los procesos demo-
cráticos en los países andinos.

Adicionalmente, en la Declaración de Oporto, suscrita en el marco
de la VIII Cumbre Iberoamericana, realizada en la ciudad de Oporto,
Portugal, los días 17 y 18 de 1998, los Jefes de Estado y de Gobierno
de los 21 países Iberoamericanos, debatieron las cuestiones relaciona-
das con la globalización y la integración regional, su impacto en las
relaciones internacionales y las estrategias a seguir en lo que se refiere
al futuro de la cooperación iberoamericana.

En esta Cumbre, los mandatarios reiteraron el compromiso de
fortalecer las instituciones democráticas, el pluralismo político, el
Estado de Derecho y el respeto de los derechos humanos y libertades
fundamentales. Reafirmaron el respeto de los principios de soberanía
y de no intervención y el derecho de cada pueblo de construir
libremente, en paz, estabilidad y justicia su sistema político. Reafirma-
ron igualmente su voluntad de contribuir a alcanzar un sistema justo
de relaciones internacionales, de acuerdo con los principios de convi-
vencia internacional consagrados en la Carta de las Naciones Unidas
y con la Declaración Universal de los Derechos Humanos.

Así mismo, los representantes de los países andinos presentes en la
reunión de Oporto aprovecharon la ocasión para adoptar y suscribir el
Protocolo que en esta ocasión se somete a consideración del Congreso
Nacional.

Promoción de la Democracia en otros Foros Regionales
Los países andinos se han comprometido, en el marco de otras

reuniones o cumbres extra-comunitarias, a la preservación y promo-
ción de la democracia.

En el Acta de Veracruz, los Jefes de Estado y de Gobierno del Grupo
de Río, reunidos el 19 de marzo de 1999 en Veracruz, México, se
comprometieron a la preservación de los valores democráticos en la
región, la promoción de la democracia como sistema de gobierno y
expresaron que toda agresión a la democracia de un país de la región
constituye un atentado contra los principios que fundamentan la
solidaridad de los Estados americanos. Al efecto y en caso de produ-
cirse hechos que alteren el estado de derecho o impliquen una ruptura
del orden constitucional de cualquiera de los países miembros del
Grupo, la Secretaría pro tempore convocará a una reunión de Ministros
de Relaciones Exteriores para examinar la situación.

En la Declaración de Río de Janeiro, en el marco de la Primera
Cumbre de los Jefes de Estado y de Gobierno de América Latina y el
Caribe y la Unión Europea, realizada en Brasil, los días 28 y 29 de junio
de 1999, los representantes de los diferentes países se comprometieron
en el ámbito político a preservar la democracia y la vigencia plena e
irrestricta de las instituciones democráticas, del pluralismo y del
estado de derecho, garantizando la celebración de procesos electorales
libres, justos, abiertos y sustentados en el sufragio universal, como
elementos fundamentales para el desarrollo económico y social y para
el fortalecimiento de la paz y la estabilidad.

En la Declaración de La Habana, en el marco de la IX Cumbre
Iberoamericana, realizada en Cuba el 16 de noviembre de 1999 los
Jefes de Estado y de Gobierno de los 21 países iberoamericanos
reiteraron su compromiso de fortalecer las instituciones democráti-
cas, el pluralismo político, el estado de derecho y el respeto de los
derechos humanos y libertades fundamentales, incluido el derecho al
desarrollo.

Los Jefes de Estado y de Gobierno del Grupo de Río, reunidos en
la ciudad de Cartagena de Indias, en ocasión de la XIV Cumbre del
Grupo, reafirmaron su compromiso indeclinable con la paz, el forta-
lecimiento de la democracia y el impulso al desarrollo social y
económico de nuestros pueblos, como los postulados que orientan la
acción de nuestros gobiernos, tanto en el orden interno como en el
internacional. Reiteraron su más firme convencimiento de que la
democracia, el desarrollo y el respeto a los derechos humanos y las
libertades fundamentales son interdependientes y se refuerzan mutua-
mente. Destacaron, al iniciar un nuevo milenio, su convicción de
fortalecer la democracia representativa como sistema de gobierno, de
promover sus valores como forma de vida y de defender la
institucionalidad democrática y el estado de derecho en América
Latina y el Caribe.

En el Acta de Cartagena, suscrita el 27 de mayo de 1999, en el marco
del XI Consejo Presidencial Andino, los Presidentes de Bolivia,
Colombia, Ecuador y Venezuela, y el Representante Personal del
Presidente del Perú, expresaron que la puesta en marcha de una
política exterior comunitaria se fundamenta en los instrumentos que
conforman el ordenamiento jurídico andino y en la aceptación común
de los valores compartidos, como son el respeto a los principios y
normas del derecho internacional consagrados en las Cartas de las
Naciones Unidas y de la Organización de los Estados Americanos, la
paz y la seguridad subregional e internacional, la solución pacífica de
controversias, la vigencia del orden democrático fundado en la parti-
cipación ciudadana y la justicia social, la defensa y promoción de los
derechos humanos, la solidaridad y cooperación entre los países
andinos, el desarrollo social y económico de los Países Miembros y la
consolidación de la integración latinoamericana.

Finalmente, en la Declaración de Lima, suscrita el 10 de junio de
2000, en el marco del XII Cumbre Presidencial Andina, los Presi-
dentes expresaron su total satisfacción por la suscripción, a la
fecha, por parte de todos los países, del Protocolo Adicional al
Acuerdo de Cartagena “Compromiso de la Comunidad Andina por
la Democracia”.

El Protocolo de Oporto es un instrumento muy breve, que consta de
apenas ocho artículos sustantivos. En el preámbulo se invoca la
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declaración Presidencial suscrita en Santa Fe de Bogotá de 1998, se
enfatiza el papel de la democracia dentro del proceso de integración
subregional andino y se resalta que la acción política y la política
exterior común de la Comunidad Andina tienen como objetivo el
desarrollo, el perfeccionamiento y la consolidación de la democracia
y el estado de derecho.

En el artículo 1° se plasma como cuestión de principio que la
vigencia plena del estado de derecho y de las instituciones democrá-
ticas son condiciones esenciales para el funcionamiento del Sistema
Andino de Integración. En el artículo 2 se especifica que el Protocolo
se aplicará “en caso de producirse una ruptura del orden democrático
en cualquiera de los Países Miembros” y en los artículos 3 a 7 se
establece el procedimiento a seguirse cuando se registra la circunstan-
cia descrita, el cual puede exponerse de la siguiente manera:

En primer lugar, si se producen acontecimientos que puedan cali-
ficar como “ruptura del orden democrático en un País Miembro”, los
restantes países de la CAN realizarán consultas entre sí y de ser posible
con el país afectado (artículo 3). Dependiendo del resultado que
arrojen tales consultas, se deberá convocar al Consejo de Ministros de
Relaciones Exteriores, el cual deberá efectuar la determinación formal
de que se ha producido dicha ruptura del orden democrático y adoptar
además “medidas pertinentes para propiciar su pronto restablecimien-
to” (artículo 4). En el artículo 5 se enumeran las medidas que puede
adoptar el Consejo, las cuales se refieran al funcionamiento del
proceso de integración andino y pueden incluir acciones puntuales
como las siguientes:

a) Suspensión de la participación del país afectado en alguno de los
órganos del Sistema Andino de Integración;

b) Suspensión de la participación en los proyectos de cooperación
internacional realizados por los Miembros;

c) Extensión de la suspensión a otros órganos del Sistema, inclu-
yendo medidas específicas como la inhabilitación para acceder a
facilidades o préstamos por parte de las instituciones financieras
andinas;

d) Suspensión de los derechos derivados del Acuerdo de Cartagena
y concertación de una acción externa común en otros ámbitos; y,

e) Otras medidas y acciones que se ajusten al derecho internacional.
En los artículos 5 y 7 se consagran las formalidades para la adopción

y la cesación de las medidas indicadas y en el artículo 6 se estipula que
sin perjuicio de dichas medidas, los Gobiernos de los países miembros
seguirán desarrollando gestiones diplomáticas tendientes a propiciar
el restablecimiento del orden democrático en el país afectado. Es
importante señalar que la vigencia de las medidas colectivas adopta-
das solo cesa cuando el Consejo mismo determina que el orden
democrático ha sido restablecido.

Finalmente, en el artículo 8 se consagra que la Comunidad Andina
procurará introducir una cláusula democrática, que se ajuste a las
disposiciones del Protocolo, en los acuerdos que suscriba con terceros.

En el artículo 9 se consagra que el Protocolo entrará en vigor cuando
sea ratificado por los cinco países miembros.

Importancia del Protocolo
Colombia considera importante la aprobación de este Protocolo por

cuanto la vigencia de la democracia dentro de los Países Miembros de
la Comunidad Andina ha sido condición indispensable para la estabi-
lidad, la paz y el desarrollo de la región, lo cual ha contribuido
enormemente al sostenimiento del diálogo y la cooperación política
como fundamentos del proceso de integración económica, social y
cultural en el marco del Acuerdo de Cartagena y demás instrumentos
que conforman el Sistema Andino de Integración.

En efecto, en los lineamientos de la Política Exterior Común de la
Comunidad Andina –Decisión 458 del Consejo Andino de Ministros
de Relaciones Exteriores– se reiteran los postulados del Acuerdo de

Cartagena basados en los principios de igualdad, justicia, paz, solidari-
dad y democracia, y se prevé como uno de sus principios la vigencia
del orden democrático fundado en la participación ciudadana y en la
justicia social. Así mismo, los objetivos de la Política Común están
encaminados hacia el reforzamiento del multilateralismo y la demo-
cratización de las relaciones internacionales, el desarrollo y consoli-
dación de la democracia y del Estado de Derecho.

La democracia como sistema de gobierno permite la plena garantía
de un estado de derecho en donde se respeten y protejan cada vez más
los derechos humanos y las libertades fundamentales, lo cual contri-
buye a la promoción del sistema mismo como una forma de vida a la
que los valores éticos dan consistencia y perdurabilidad. A través de
los instrumentos democráticos, los ciudadanos de los Países Miem-
bros de la Comunidad Andina participan en forma activa y creciente
en todos los ámbitos de la vida política, económica y social; se
garantiza y consolida la libertad de expresión como elementos funda-
mentales de nuestros sistemas democráticos andinos y se incentiva a
los pueblos para su participación activa en la consecución de tales
propósitos.

La democracia andina garantiza la eficiencia de los sistemas
económicos de la región, la consecución de una búsqueda de justicia
social, un manejo eficiente de la administración de justicia, un eficien-
te funcionamiento de los partidos políticos y de los procesos electora-
les y una elevación del nivel de la ética pública.

Colombia, como Estado Miembro de diferentes Mecanismos Per-
manentes de Consulta y Concertación Política, tales como el Grupo de
Río, Cumbres Iberoamericanas y de las Américas, ha reiterado, al
igual que los demás países andinos, su compromiso de fortalecer las
instituciones democráticas, el pluralismo político, el estado de dere-
cho y el respeto de los derechos humanos y libertades fundamentales,
incluido el derecho al desarrollo.

La aprobación de este Protocolo complementaría la consolidación
de la democracia en América del Sur, pues ya para el 25 de junio de
1996, en el marco de la X Cumbre de Presidentes del Mercosur, los
Presidentes de dicho grupo suscribieron la Declaración Presidencial,
sobre Compromiso Democrático en el Mercosur, en la cual acordaron,
entre otros aspectos, la plena vigencia de las instituciones democráti-
cas como condición esencial para la cooperación en el ámbito del
Tratado de Asunción, sus Protocolos y demás actos subsidiarios.
Adicionalmente, se debe tener en cuenta que uno de los Países
Miembros de la Comunidad Andina, Bolivia, suscribió con los Países
Miembros del Mercosur y Chile, el Protocolo de Ushuaia sobre
Compromiso Democrático en el Mercosur, la República de Bolivia y
la República de Chile.

Por las razones expuestas, me permito solicitar al honorable Con-
greso Nacional la aprobación del Protocolo adicional al Acuerdo de
Cartagena “Compromiso de la Comunidad Andina por la Demo-
cracia” hecho en Oporto, Portugal el 17 de octubre de mil novecientos
noventa y ocho (1998).

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-
tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
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informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desa-
rrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Co-
lombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA

Tramitación de Leyes
Bogota, D. C., agosto 2 de 2002
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 33

de 2002 Senado, por medio de la cual se aprueba el Protocolo
Adicional al Acuerdo de Cartagena “Compromiso de la Comunidad
Andina por la Democracia”, hecho en Oporto, Portugal, el diecisiete
(17) de octubre de mil novecientos noventa y ocho (1998), me permito
pasar a su Despacho el expediente de la mencionada iniciativa que fue
presentada en el día de hoy ante la Secretaría General. La materia de
que trata el mencionado proyecto de ley es competencia de la Comi-
sión Segunda Constitucional Permanente, de conformidad con las
disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogota, D. C., agosto 2 de 2002
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con
el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PROYECTO DE LEY NUMERO 34 DE 2002 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo de Seguridad Social entre
la República de Colombia y la República Oriental del Uruguay”,
hecho en Santa Fe de Bogotá, D. C., el diecisiete (17) de febrero de mil

novecientos noventa y ocho (1998).
El Congreso de la República

Visto el texto del “Acuerdo de Seguridad Social entre la Repú-
blica de Colombia y la República Oriental del Uruguay”, hecho en
Santa Fe de Bogotá, D. C., el diecisiete (17) de febrero de mil
novecientos noventa y ocho (1998), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
Instrumento Internacional mencionado, debidamente autenticado por
el Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones Exteriores).
ACUERDO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA REPUBLICA

DE COLOMBIA Y LA REPUBLICA ORIENTAL
DEL URUGUAY

El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República Oriental del Uruguay firmantes del presente Acuerdo,

CONSIDERANDO
Lo establecido en el artículo 17, letra b) del Convenio Iberoameri-

cano de Seguridad Social suscrito en la ciudad de Quito, Capital de
Ecuador, el día 26 de enero de 1978, vigente para la República de
Colombia y la República Oriental del Uruguay.

Confirmando el propósito de los dos países de dar efectiva vigencia
a las disposiciones del Convenio Iberoamericano de Seguridad Social.

Afirmando los principios de igualdad de trato y de conservación de
derechos y expectativas consagrados en las legislaciones de Seguridad
Social vigentes en ambos países.

ACUERDAN
T I T U L O   1

DISPOSICIONES GENERALES
ARTICULO 1

DEFINICIONES
1. Las expresiones y términos que se enumeran a continuación

tienen en el presente Acuerdo el siguiente significado:
a) “Partes Contratantes”: República de Colombia y República

Oriental del Uruguay;
b) “Convenio”: Convenio Iberoamericano de Seguridad Social

suscrito en la ciudad de Quito, capital de la República del Ecuador, el
día 26 de enero de 1978;

c) “Disposiciones legales”: La Constitución, leyes, decretos, regla-
mentos y demás normas relativas a la materia, vigentes en el territorio
de cada una de las Partes Contratantes;

d) “Autoridad Competente”: En la República de Colombia, el
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; en la República Oriental del
Uruguay, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social;

e) “Organismos de Enlace”: Las Instituciones de coordinación e
información entre las Entidades Gestoras que intervengan en la
aplicación del Acuerdo, actuando como nexo obligatorio de las
tramitaciones de cada parte Contratante con la otra.

Se establecen como Organismos de Enlace: en la República de
Colombia, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o la Institución
que éste designe a tales efectos y en la República Oriental del Uruguay,
el Banco de Previsión Social.

Las Autoridades, competentes de cada Parte Contratante podrán
establecer otros Organismos de Enlace, comunicándolo a la Autoridad
Competente de la otra Parte;

f) “Entidades Gestoras”: Las Instituciones que en cada Parte
Contratante tienen a su cargo la administración de uno o más regíme-
nes de Seguridad Social, Provisión Social o Seguros Sociales;
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g) “Personas Protegidas”: Los beneficiarios de los Sistemas de
Seguridad Social, Previsión Social o Seguros Sociales, de las Partes
Contratantes;

h) “Período de Cotización”: Período con relación al cual se han
pagado o se consideran pagadas las cotizaciones relativas a las
prestaciones correspondientes computables, según la legislación de
una u otra Parte Contratante.

2. Cualesquiera otras expresiones y términos utilizados en el
Acuerdo tienen el significado que les atribuye la Legislación que se
aplica.

ARTICULO 2
AMBITO DE APLICACION MATERIAL

1. El presente Acuerdo se aplicará:
a) Respecto de Colombia, a la legislación referente a las prestacio-

nes económicas dispuestas en el Sistema General de Pensiones –Prima
Media con Prestación Definida y Ahorro Individual con Solidaridad,
en cuanto a prestaciones de vejez, invalidez y de sobrevivientes;

b) Respecto de Uruguay, a la legislación relativa a las prestaciones
contributivas de la Seguridad Social en lo que se refiere a los regíme-
nes de jubilaciones y pensiones basados en el sistema de reparto y de
capitalización individual, en cuanto a las prestaciones por vejez,
invalidez y sobrevivientes.

2. El presente Acuerdo se aplicará igualmente a las leyes y regla-
mentos que en el futuro complementen o modifiquen las señaladas en
el numeral 1.

ARTICULO 3
AMBITO DE APLICACION PERSONAL

El presente Acuerdo será aplicable a los trabajadores que estén o
hayan estado sujetos a las Legislaciones de Seguridad Social o
Seguros Sociales de una y otra Parte Contratante, así como a sus
beneficiarios, sobrevivientes o a quienes se transmitan sus derechos.

En ningún caso, habrá lugar a la percepción de prestaciones por
invalidez y sobrevivencia fundadas en hechos ocurridos con antela-
ción a la fecha de su vigencia.

ARTICULO 4
IGUALDAD DE TRATO

Las personas protegidas de una Parte Contratante que pasen a
quedar sometidas a la Legislación de la otra Parte, tendrán en esta
última los mismos derechos y obligaciones establecidos en la Legis-
lación de esta Parte para sus nacionales.

ARTICULO 5
CONSERVACION DE LOS DERECHOS ADQUIRIDOS

Y PAGO DE PRESTACIONES
1. Las prestaciones económicas a las que se refiere el Acuerdo,

concedidas en virtud de las disposiciones legales de las Partes Contra-
tantes no serán objeto de reducción, suspensión, extinción, descuen-
tos, quitas ni gravámenes, fundados en el hecho de que el beneficiario
resida en el territorio de la otra Parte Contratante.

2. Las prestaciones debidas por una de las Partes Contratantes, se
harán efectivas a los beneficiarios de la otra Parte, que residan en un
tercer país, en las mismas condiciones y con igual extensión que a los
beneficiarios de la primera Parte que residan en el referido tercer país.

T I T U L O   I I
DISPOSICIONES SOBRE LEGISLACION APLICABLE

ARTICULO 6
REGLA GENERAL

Las personas a quienes sea aplicable el presente Acuerdo, estarán
sujetas exclusivamente a la legislación de la Parte Contratante en cuyo
territorio ejerzan la actividad laboral, sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 7°.

ARTICULO 7
NORMAS ESPECIALES O EXCEPCIONES

1. Respecto a lo dispuesto en el artículo 6°, se establecen las
siguientes normas especiales o excepciones:

a) El trabajador dependiente de una empresa con sede en el
territorio de una de las Partes Contratantes, que desempeñe tareas
profesionales, de investigación, científicas, técnicas, de dirección, o
actividades similares, y, que sea enviado para prestar servicios en el
territorio de la otra Parte por un período no mayor de veinticuatro
meses, continuará sujeto a la legislación de la primera Parte. Este
período será susceptible de ser prorrogado por una sola vez, en
supuestos especiales, mediante previo y expreso consentimiento de la
Autoridad Competente de la otra Parte;

b) El personal itinerante al servicio de empresas de transporte aéreo
y el personal de tránsito de las empresas de transporte terrestre, que
desempeñe su actividad en el territorio de ambas Partes, estará sujeto
a la legislación de la Parte en cuyo territorio tenga su sede principal la
empresa. En caso que dicho personal resida en el territorio de la otra
Parte estará sujeto a la legislación de dicha Parte;

c) El trabajador dependiente que ejerza su actividad a bordo de un
buque, estará sometido a la legislación de la Parte cuya bandera
enarbole la nave. No obstante lo anterior, cuando el trabajador sea
remunerado por esa actividad por una empresa o por una persona que
tenga su domicilio en el territorio de la otra Parte, deberá quedar
sometido a la legislación de esta última Parte, si reside en su territorio.
La empresa o persona que pague la retribución será considerada como
empleador para la aplicación de dicha legislación;

d) Los trabajadores empleados en trabajos de carga, descarga,
reparación de buques y servicios de vigilancia en el puerto, estarán
sometidos a la legislación de la Parte Contratante a cuyo territorio
pertenezca el puerto;

e) Los miembros del personal de las Misiones Diplomáticas y de
las Oficinas Consulares, los funcionarios de Organismos Interna-
cionales y demás funcionarios y empleados de esas representacio-
nes y organismos, serán regidos en lo referente a Seguridad Social,
por las normas, tratados y convenciones internacionales que le sean
aplicables;

f) Los funcionarios públicos de una Parte, distintos a los que se
refiere el apartado anterior, que se hallen destinados en el territorio de
la otra Parte, quedarán sometidos a la legislación de la Parte a la que
pertenece la Administración de la que dependen;

g) Los miembros del personal administrativo, técnico y de servicio
de las Misiones Diplomáticas, de las Oficinas Consulares y de los
Organismos Internacionales, siempre y cuando tengan el carácter de
local, podrán optar entre la aplicación de la legislación de la Parte
acreditante o la de la otra Parte.

La opción se ejercerá dentro de los tres meses siguientes a la fecha
del inicio del trabajo en el territorio de la Parte en la que se desarrolle
su actividad, o, de la fecha de vigencia del presente Acuerdo.

En caso que no se efectúe la opción dentro de dicho plazo, se
considerará que opta por ampararse a la legislación de la Parte en
donde desarrolla su actividad;

h) Las personas enviadas por una de las Partes en misiones
oficiales de cooperación al territorio de la otra Parte, quedarán
sometidas a  la legislación de la Parte que las envía, salvo que en los
Acuerdos de Cooperación que se suscriban por las Partes se dispon-
ga otra cosa.

2. Las Autoridades Competentes o Delegadas de ambas Partes
Contratantes podrán, de común acuerdo, establecer otras excepcio-
nes en interés de determinados trabajadores o categorías de traba-
jadores.
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T I T U L O   I I I
DISPOSICIONES ESPECIALES

PRESTACIONES DE VEJEZ, INVALIDEZ Y SOBREVI-
VIENTES
CAPITULO I

TOTALIZACION
ARTICULO 8

TOTALIZACION DE PERIODOS DE COTIZACION
Cuando la legislación de una Parte Contratante subordine la

adquisición, conservación o recuperación del derecho a prestacio-
nes por vejez, invalidez o sobrevivientes previstas en el Acuerdo,
al cumplimiento de determinados períodos de cotización, la Enti-
dad Gestora tendrá en cuenta a tal efecto, cuando sea necesario, los
períodos de cotización cumplidos en este régimen con arreglo a la
legislación de la otra Parte Contratante, como si se tratara de
períodos cumplidos con arreglo a su propia legislación, siempre
que no se superpongan.

En caso que existan períodos de cotización simultáneos, cada Parte
computará exclusivamente los registrados en ella, durante la perma-
nencia del beneficiario en su territorio.

En Colombia, para el reconocimiento de las prestaciones, se tendrá
en cuenta el tiempo trabajado en empresas o entidades que asumían
directamente sus pensiones, siempre y cuando éstas hubieran emitido
o emitan el correspondiente bono o título pensional.

CAPITULO II
DERECHO Y LIQUIDACION DE LAS PRESTACIONES

ARTICULO 9
DETERMINACION DEL DERECHO Y LIQUIDACION

DE LAS PRESTACIONES
La Entidad Gestora ante la cual se presente la solicitud de recono-

cimiento determinará con arreglo a su Legislación y teniendo en
cuenta la totalización de los períodos, si el interesado cumple con las
condiciones requeridas para obtener la prestación.

En caso afirmativo, determinará el monto teórico a que el interesa-
do tendría derecho, como si todos los períodos totalizados se hubieran
cumplido bajo su propia Legislación y fijará el definitivo en propor-
ción a los períodos cumplidos, exclusivamente bajo dicha Legisla-
ción, debiendo informar a la otra Parte Contratante la proporción que
a esta le corresponda.

Una vez determinada dicha proporción, cada Parte Contratante será
responsable de la cuota parte que le corresponde y de sus actualizacio-
nes. En ningún caso, generarán pagos adicionales por tal concepto.

ARTICULO 10
CONDICIONES Y DERECHO DE OPCION

1. Para efectos del reconocimiento de las prestaciones se aplicará en
su integridad la legislación de la Parte Contratante ante la cual se
produzca el último cese de la actividad laboral. Una vez establecido el
derecho, el Organismo de Enlace de la otra Parte Contratante procede-
rá a reconocer la parte que le corresponde de dicha prestación.

2. Los interesados podrán optar porque los derechos les sean
reconocidos separadamente, de acuerdo con las disposiciones legales
de una Parte Contratante, con independencia de los períodos de
cotización en la otra Parte.

El interesado debida y previamente informado al respecto, podrá
renunciar a la aplicación de las disposiciones del Acuerdo sobre
totalización y prorrata. En este caso, las prestaciones se determinarán
separadamente por la Entidad Gestora, según su respectiva legisla-
ción, independientemente de los períodos de cotización cumplidos en
la otra Parte.

3. La opción podrá ser ejercida por una sola vez.

ARTICULO 11
PRESTACIONES POR SOBREVIVENCIA

1. La determinación de la calidad de beneficiario de la prestación
por sobrevivencia estará a cargo de cada Entidad Gestora, de acuerdo
con la Legislación de su Parte.

2. Si el derecho o la cuantía de la prestación dependiera de la
totalización de los servicios cumplidos en ambas Partes, el monto de
la misma será determinado y pagado a prorrata por las Entidades
Gestoras de cada una de ellas, de acuerdo con lo establecido en el
artículo 8. Si en tal supuesto el solicitante no tuviera derecho a la
prestación en una de las Partes, la Entidad Gestora de la otra Parte solo
abonará el importe proporcional que resulte de relacionar el período
que hubiere computado con el totalizado.

ARTICULO 12
PRESTACIONES POR INVALIDEZ

Para efecto del reconocimiento de las prestaciones por invalidez se
atenderá lo dispuesto en el artículo 11 del presente Acuerdo.

ARTICULO 13
LEGISLACION APLICABLE A LAS PRESTACIONES

POR DEFUNCION O AUXILIO FUNERARIO
1. Las prestaciones por defunción se regirán por la legislación que

fuere aplicable en la fecha de fallecimiento del causante.
El reconocimiento y cálculo de la prestación podrá realizarse

totalizando los períodos de cotización cumplidos en la otra Parte.
2. En los casos que se tuviera derecho a la prestación por aplicación

de las legislaciones de ambas partes contratantes, el reconocimiento de
aquél se regulará por la legislación de la Parte en cuyo territorio
residiera el causante a la fecha del fallecimiento.

3. Si la residencia fuera en un tercer país, la legislación aplicable en
el caso de que tuviera derecho a la prestación en ambas Partes
Contratantes, será la de la Parte donde registró el último período de
cotización.

ARTICULO 14
ACTUALIZACION DE PRESTACIONES

Las prestaciones reconocidas por aplicación de las normas del
presente Capítulo se revalorizarán con la misma periodicidad, y en
idéntica cuantía que las previstas en la Legislación de la respectiva
Parte Contratante.

ARTICULO 15
CONDICIONES ESPECIFICAS

PARA EL RECONOCIMIENTO DEL DERECHO
1. Si la legislación de una Parte Contratante subordina la concesión

de las prestaciones reguladas en este capítulo, a la condición de que el
trabajador haya estado sujeto a su legislación en el momento de
producirse el hecho causante de la prestación, esta condición se
considerará cumplida si en dicho momento el trabajador está asegura-
do en virtud de la legislación de la otra Parte, o en su defecto, cuando
reciba una prestación de esa Parte causada por el propio beneficiario.

2. Si la legislación de una Parte Contratante exige para reconocer la
prestación, que se hayan cumplido períodos de cotización en un
tiempo determinado inmediatamente anterior al hecho causante de la
prestación, esta condición se considerará cumplida si el interesado los
acredita en el período inmediatamente anterior al reconocimiento de
la prestación en la otra Parte.

ARTICULO 16
COMPUTO DE PERIODOS DE COTIZACION

EN REGIMENES ESPECIALES O BONIFICADOS
1. Si la legislación de una de las Partes condiciona el derecho o la

concesión de determinados beneficios al cumplimiento de períodos de
seguro en una actividad sometida a un Régimen Especial o Bonificado,
en una actividad o empleo determinado, los períodos cumplidos bajo
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la legislación de la otra Parte, solo se tendrán en cuenta, para la concesión
de tales prestaciones o beneficios, si hubieran sido acreditados al amparo
de un régimen de igual naturaleza, o a falta de éste, en la misma actividad
o, en su caso, en una tarea de características similares.

2. Si teniendo en cuenta los períodos así cumplidos el interesado no
satisface las condiciones requeridas para beneficiarse de una presta-
ción de un Régimen Especial o Bonificado, estos períodos serán
tenidos en cuenta para la concesión de prestaciones del Régimen
General o de otro Régimen Especial o Bonificado en el que el
interesado pudiera acreditar su derecho.

CAPITULO III
DISPOSICIONES APLICABLES A LOS REGIMENES

DE JUBILACIONES
Y PENSIONES DE CAPITALIZACION INDIVIDUAL

ARTICULO 17
RÉGIMEN DE PRESTACIONES EN LA LEGISLACION

COLOMBIANA
1. Los trabajadores afiliados a una Administradora de Fondos de

Pensiones, en Colombia, financiarán sus prestaciones con el saldo de
su cuenta de ahorro individual y la suma adicional a cargo de la
Aseguradora cuando hubiere lugar a ello.

2. Las Administradoras de Fondos de Pensiones y las compañías de
seguros deberán dar cumplimiento a los mecanismos previstos en este
Acuerdo.

3. En el caso en que los trabajadores afiliados a una Administradora
de Fondos de Pensiones requieran de la totalización de períodos para
acceder a la garantía estatal de pensión mínima, se aplicará lo dispues-
to en los artículos 9 y 10 del Acuerdo.

ARTICULO 18
RÉGIMEN DE PRESTACIONES EN LA LEGISLACION

URUGUAYA
1. Los trabajadores afiliados a una Administradora de Fondos de

Ahorro Previsional, en Uruguay, financiarán sus prestaciones con el
importe acumulado en su cuenta de capitalización individual.

2. Las prestaciones otorgadas por el régimen de capitalización, se
adicionarán a las prestaciones a cargo del régimen de solidaridad,
cuando el trabajador reúna los requisitos establecidos por la legisla-
ción vigente, aplicándose en caso de resultar necesario, la totalización
de periodos de seguro.

3. Las Administradoras de Fondos y las empresas aseguradoras
deberán dar cumplimiento a los mecanismos previstos en este
Convenio.

ARTICULO 19
TRANSFERENCIA DE FONDOS

1. Los Trabajadores afiliados a los sistemas de capitalización
individual o sus causahabientes que fijaren su residencia en uno de los
Estados Contratantes, podrán solicitar por única vez, en la oportunidad
de acreditar el derecho a las prestaciones respectivas, la transferencia
de fondos de su cuenta individual de capitalización, siendo aplicable
a dicha transferencia, lo previsto en el numeral 1 del artículo 5 del
presente Acuerdo.

2. Los Organismos de Enlace de cada Estado, efectuarán a solicitud
de los interesados las comunicaciones respectivas a las Entidades
Administradoras o Aseguradoras, con el fin de concretar la transferen-
cia de fondos indicada en el apartado anterior.

T I T U L O   I I I
DISPOSICIONES VARIAS

ARTICULO 20
DETERMINACION DE LA BASE DE CÁLCULO

1. Para determinar las bases de cálculo de las prestaciones, cada
Entidad Gestora competente aplicará su Legislación propia sin que, en

ningún caso, puedan tomarse en consideración remuneraciones
percibidas en la otra Parte Contratante.

2. Cuando para la determinación de la base reguladora de la
prestación, las Entidades Gestoras deban considerar períodos compu-
tables de la otra Parte, aplicarán en sustitución de la base de cotización
el importe del salario mínimo o ingreso mínimo vigente durante dichos
períodos en la Parte Contratante a que pertenezca la Entidad Gestora.

ARTICULO 21
DETERMINACION DEL DERECHO

Para determinar el derecho a las prestaciones con base en el
Acuerdo, se aplicará la ley vigente de la Parte Contratante en la que se
produzca la última cesación en el servicio.

ARTICULO 22
COMPUTO DE PERIODOS ANTERIORES

A LA VIGENCIA
En la aplicación del Acuerdo se tendrán en cuenta también los

períodos de cotización cumplidos antes de su entrada en vigor, cuando
los interesados acrediten periodos de cotización a partir de dicha
vigencia. En ningún caso ello dará derecho a la percepción de presta-
ciones fundadas en el Acuerdo, por hechos ocurridos con anterioridad
a la fecha de su vigencia.

ARTICULO 23
PRESTACIONES ANTERIORES A LA VIGENCIA

Los beneficiarios de prestaciones de vejez, invalidez y sobrevi-
vientes acordadas o a reconocer con base en períodos cumplidos
antes de la fecha de vigencia del Acuerdo, sólo podrán obtener la
reforma o transformación de la prestación o el reajuste o mejora de
su haber por aplicación del mismo, a condición que acrediten
períodos de cotización a partir de esa fecha y además los restantes
requisitos exigidos a tales efectos por la Legislación de cada una de
las Partes Contratantes.

ARTICULO 24
OBLIGACION DE SUMINISTRAR INFORMACION

Los beneficiarios del presente Acuerdo, están obligados a suminis-
trar los informes requeridos por las respectivas Entidades Gestoras,
referentes a su situación frente a las Leyes de la materia y a comuni-
carles toda situación prevista por las disposiciones legales, que afectan
o pudieran afectar el derecho a la percepción total o parcial de la
prestación que goza, todos ello de acuerdo con las normas legales
vigentes en las respectivas Partes.

ARTICULO 25
COLABORACION ADMINISTRATIVA

Para la aplicación del Acuerdo las Autoridades Competentes, los
Organismos de Enlace y las Entidades Gestoras de ambas Partes, se
prestarán sus buenos oficios y colaboración técnica y administrativa
recíproca, actuando a tales fines, como si se tratara de la aplicación de
su propia Legislación. Esta ayuda será gratuita salvo que, de común
acuerdo, se disponga expresamente lo contrario.

ARTICULO 26
ATRIBUCIONES DE LAS AUTORIDADES

COMPETENTES O DELEGADAS
Las Autoridades Competentes o Delegadas de las dos Partes

deberán:
a) Fiscalizar las Normas de Desarrollo del Acuerdo;
b) Determinar los respectivos Organismos de Enlace;
c) Comunicarse las disposiciones legislativas y reglamentarias a

que se refiere los artículos 2 y 3;
d) Resolver de común acuerdo, las diferencias de interpretación del

Acuerdo y de sus Normas de Desarrollo;
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e) Determinar el funcionamiento y designar los representantes que
han de formar parte de la Comisión Mixta de Expertos al tenor de lo
previsto en el artículo 20 del Convenio Iberoamericano de Seguridad
Social.

ARTICULO 27
ATRIBUCIONES DE LOS ORGANISMOS DE ENLACE
Los Organismos de Enlace de las dos Partes Contratantes deberán:
a) Intercambiar informaciones relacionadas con las medidas adop-

tadas para la mejor aplicación del Acuerdo y de los instrumentos
adicionales y sobre nuevas disposiciones legales que modifiquen o
complementen los regímenes de Seguridad Social, Previsión Social y
Seguros Sociales;

b) Realizar todos los actos de control que se soliciten recíprocamen-
te, bastando, para el efecto la comunicación directa entre ellos;

c) Complementar o modificar de común acuerdo y cuando sea
necesario, los procesos administrativos establecidos en el Acuerdo, a
fin de lograr una mejor aplicación de éste, debiendo comunicar a la
Autoridad Competente o Delegada respectiva.

ARTICULO 28
ATRIBUCIONES DE LAS ENTIDADES GESTORAS

Las Entidades Gestoras Competentes de las dos Partes deberán:
a) Efectuar los controles técnicos y administrativos relacionados

con la adquisición, suspensión, recuperación, modificación o extin-
ción a las que se refiere el Acuerdo;

b) Colaborar en la realización del pago de prestaciones por cuenta
de la Entidad Gestora de la otra Parte en la forma que se determine;

c) Aceptar y transmitir a la Entidad Gestora competente de la otra
Parte por intermedio del respectivo Organismo de Enlace cuantas
modificaciones, solicitudes, declaraciones, recursos o cualesquiera
otros documentos que tengan relación con la aplicación del Acuerdo
y les sean presentados a este fin; y,

d) Prestar cualesquiera otras formas de colaboración de utilidad
para la aplicación del Acuerdo.

ARTICULO 29
EFECTOS DE LA PRESENTACION DE DOCUMENTOS
1. Las solicitudes, declaraciones, recursos y otros documentos que

a efectos de aplicación de la Legislación de una Parte deben ser
presentados en un plazo determinado ante la Entidad Gestora o el
Organismo de Enlace de esa Parte, se considerarán presentados ante
ellas si hubieren sido entregados dentro del mismo plazo ante el
Organismo de Enlace o la Entidad Gestora de la otra Parte.

2. Cualquier solicitud de prestación presentada según la Legisla-
ción de una Parte, será considerada, en su caso, como solicitud de la
prestación correspondiente según la Legislación de la otra Parte.

ARTICULO 30
EXENCION DE IMPUESTOS Y DE LEGALIZACION

Todos los actos, documentos, gestiones y escritos relacionados con
la aplicación del Acuerdo y de los instrumentos adicionales, quedan
exentos del tributo de sellos, timbres o estampillas, como también de
la obligación de visación o legalización por parte de las autoridades
diplomáticas o consulares, bastando la certificación administrativa
que se establece en el Acuerdo.

ARTICULO 31
COMPROBACION DE VERACIDAD

DE LOS DOCUMENTOS
1. Los Organismos de Enlace y las Entidades Gestoras de cada Parte

deberán comprobar la veracidad de los hechos o actos y la autenticidad
de los documentos que invoquen o presenten los interesados, de
acuerdo con las formalidades vigentes en su respectiva Parte, dejando
constancia de ello en los formularios que correspondan. Dicha cons-
tancia, suscrita por persona autorizada hará fe y sustituirá, en su caso,
la remisión de los documentos originales.

2. Las Entidades Gestoras de cada Parte tendrán por acreditados los
hechos o actos cuya veracidad o autenticidad hubiera sido comproba-
da por el Organismo de Enlace o Entidad Gestora de la Parte en que se
cumplieron o realizaron.

3. Para la aplicación de las disposiciones del Acuerdo serán utiliza-
dos los formularios que se establezcan en las Normas de Desarrollo
que suscribirán las Partes Contratantes.

DISPOSICIONES FINALES
ARTICULO 32

VIGENCIA DEL ACUERDO
El presente Acuerdo entrará con vigor el primer día del mes

siguiente al de la fecha de la última comunicación mediante la cual las
Partes se informan del cumplimiento de sus requisitos constituciona-
les y legales internos de aprobación.

ARTICULO 33
PRORROGA Y DENUNCIA DEL ACUERDO

El Acuerdo tendrá vigencia anual prorrogable tácitamente pudien-
do ser denunciado por las Partes Contratantes en cualquier momento.
La denuncia surtirá efecto a los seis meses a contar del día de su
comunicación, sin que ello afecte los derechos ya adquiridos.

ARTICULO 34
DERECHOS EN CURSO DE ADQUISICION

Las Autoridades Competentes o Delegadas deberán acordar las
disposiciones que garanticen los derechos en curso de adquisición
derivados de los períodos de cotización, cumplidos con anterioridad a
la fecha de derogación del Acuerdo.

ARTICULO 35
IMPLEMENTACION DEL ACUERDO

Las Partes Contratantes dentro de los 180 días calendario siguientes
a la vigencia de este Acuerdo deberán implementar su aplicación a
través de la Comisión Mixta a que se refiere el artículo 26 inciso e).

Hecho en la ciudad de Santa Fe de Bogotá, el día diecisiete (17) de
febrero de mil novecientos noventa y ocho (1998), en dos ejemplares,
igualmente auténticos.

La Ministra de Relaciones Exteriores de la República de Colombia,
María Emma Mejía Vélez.

El Ministro de Relaciones Exteriores de la República Oriental del
Uruguay,

Didier Opertti Baddan.

El suscrito Jefe de la Oficina Jurídica del Ministerio de Relaciones
Exteriores

HACE CONSTAR:
Que la presente reproducción es fiel fotocopia tomada del texto

original del “Acuerdo de Seguridad Social entre la República de
Colombia y la República Oriental del Uruguay”, hecho en Santa Fe
de Bogotá, D. C., el diecisiete (17) de febrero de mil novecientos
noventa y ocho (1998), el cual reposa en los archivos de esta Oficina.

Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a los dieciséis (16) días del mes
de julio de mil novecientos noventa y nueve (1999).

El Jefe Oficina Jurídica,
Héctor Adolfo Sintura Varela.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 13 de abril de 1999
Aprobado, sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
(Fdo.) Guillermo Fernández de Soto.
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DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo de Seguridad Social entre la

República de Colombia y la República Oriental del Uruguay”,
hecho en Santa Fe de Bogotá, D. C., el diecisiete (17) de febrero de mil
novecientos noventa y ocho (1998).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo de Seguridad Social entre la República
de Colombia y la República Oriental del Uruguay”, hecho en Santa
Fe de Bogotá, D. C., el diecisiete (17) de febrero de mil novecientos
noventa y ocho (1998), que por el artículo 1° de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publi-
cación.

Dada en Bogotá, D. C., a...
Presentado al honorable Congreso de la República por el suscrito

Ministro de Relaciones Exteriores.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Trabajo y Seguridad Social,
Angelino Garzón.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto

en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución
Política de la República de Colombia, tenemos el honor de someter a
su consideración el proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el
“Acuerdo de Seguridad Social entre la República de Colombia y
la República Oriental del Uruguay”, hecho en Santa Fe de Bogotá,
D. C., el diecisiete (17) de febrero de mil novecientos noventa y ocho
(1998).

El artículo 17, literal b) del Convenio Iberoamericano de Seguridad
Social suscrito en la ciudad de Quito, Ecuador, el día 26 de enero de
1978, vigente para la República de Colombia y la República Oriental
del Uruguay, establece “La mejora del conocimiento general de la
Seguridad Social y de sus instituciones por parte de los usuarios, en
particular por lo que se refiere al derecho a las prestaciones y al destino
que se asigna a los fondos recaudados”.

Mediante Nota Diplomática número 159/22/95 del 26 de julio de
1995, el Gobierno de la República Oriental del Uruguay, solicitó al
Gobierno colombiano la realización de un estudio sobre la viabilidad
de suscribir un acuerdo, en materia de seguridad social, en el marco del
Convenio Iberoamericano de Seguridad Social, vigente para ambos
países.

El 22 de julio de 1996, el doctor Orlando Obregón Sabogal,
Ministro de Trabajo y Seguridad Social, comunicó al señor Domingo
Schipani, Embajador de la República del Uruguay en Colombia, la
plena disposición para la celebración de un acuerdo entre los dos
países en materia de seguridad social y propuso al Gobierno uruguayo
la suscripción de un acta de intención.

El 29 de agosto de 1996, en Santa Fe de Bogotá, D. C., se firma la
“Declaración de Intención sobre iniciación de conversaciones ten-
dientes a la suscripción de un convenio en materia de seguridad social
entre la República de Colombia y la República Oriental del Uruguay”.

La primera ronda de negociaciones del Acuerdo se efectuó en
Montevideo, Uruguay del 23 al 27 de septiembre de 1996 y la segunda
ronda de negociaciones en Santa Fe de Bogotá, D. C., del 6 al 9 de
octubre de 1997.

El Acuerdo se suscribió el 17 de febrero de 1998, por María Emma
Mejía Vélez, Ministra de Relaciones Exteriores de Colombia, y Didier
Opertti Baddan, Ministro de Relaciones Exteriores de la República
Oriental del Uruguay.

El objetivo del Acuerdo es validar el tiempo cotizado por un
afiliado a un sistema de pensiones de cualquiera de los dos países, a
efectos de reconocer las pensiones de vejez, de invalidez y de sobre-
vivientes, bajo las condiciones y con las características de la legisla-
ción nacional que se aplique en el momento en el cual el afiliado
solicite la prestación.

Con la globalización y los procesos de integración, se presenta una
circulación de bienes, servicios y personas que conllevan necesaria-
mente a que los países suscriban acuerdos de cooperación e intercam-
bio, en donde el tema social es uno de los puntos básicos.

El presente instrumento internacional, protegerá a los nacionales de
ambos países, en materia de seguridad social en pensiones de invali-
dez, vejez y sobrevivientes, en sus desplazamientos laborales con
ocasión de la integración.

Por las anteriores razones, nos permitimos poner a su consideración
el “Acuerdo de Seguridad Social entre la República de Colombia
y la República Oriental del Uruguay”, hecho en Santa Fe de Bogotá,
D. C., el diecisiete (17) de febrero de mil novecientos noventa y ocho
(1998).

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Trabajo y Seguridad Social,
Angelino Garzón.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-
tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desa-
rrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Co-
lombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amylkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.
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SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA

Tramitación de Leyes
Bogota, D. C., agosto 2 de 2002
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número

34 de 2002 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo
de Seguridad Social entre la República de Colombia y la República
Oriental del Uruguay”, hecho en Santa Fe de Bogotá, D. C., el
diecisiete (17) de febrero de mil novecientos noventa y ocho
(1998), me permito pasar a su Despacho el expediente de la
mencionada iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante la
Secretaría General. La materia de que trata el mencionado proyecto
de ley es competencia de la Comisión Segunda Constitucional
Permanente, de conformidad con las disposiciones reglamentarias
y de ley.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogota, D. C., agosto 2 de 2002
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por

repartido el proyecto de ley de la referencia a la comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con
el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 35 DE 2002 SENADO

por medio de la cual se aprueba el convenio de Cooperación Turística
entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República de Bolivia, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20)

días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).
El Congreso de la República

Visto el texto del Convenio de Cooperación Turística entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República
de Bolivia, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del
mes de agosto del año dos mil uno (2001), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
Instrumento Internacional mencionado).

CONVENIO DE COOPERACION TURISTICA ENTRE
EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA
Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE BOLIVIA

La República de Colombia y la República de Bolivia, conscientes
de la necesidad de buscar un mayor acercamiento que permita una
mejor coordinación y estrecha integración de los esfuerzos que realiza
cada país para incrementar el flujo turístico y para lograr un mayor
desarrollo del sector y sus recursos.

ACUERDAN lo siguiente:
ARTICULO I

Los Gobiernos de la República de Colombia y de la República de
Bolivia adoptarán, a través de sus organismos oficiales de turismo, en
el marco de su legislación interna, medidas tendientes a incrementar
las corrientes turísticas de ambos países.

ARTICULO II
Los respectivos organismos oficiales de turismo propiciarán y

apoyarán esfuerzos de Integración regional y subregional entre los
países sudamericanos.

ARTICULO III
Ambos organismos oficiales de turismo favorecerán la participa-

ción conjunta o coordinada en eventos promocionales que tiendan a
difundir la oferta turística regional y propiciarán la consolidación de
circuitos turísticos Integrados que permitan ampliar y diversificar sus
respectivas ofertas para hacer mercados externos.

ARTICULO IV
Los organismos oficiales de turismo de ambas Partes coordinarán y

apoyarán los esfuerzos de promoción y difusión turística que realiza cada
uno de los países con el otro, y se comprometen a promover y difundir los
circuitos turísticos integrados en los mercados internacionales.

ARTICULO V
Las Partes fomentarán el intercambio turístico y divulgarán una

mayor información sobre los atractivos y servicios que posee cada una.
ARTICULO VI

Las Partes procurarán establecer mecanismos que posibiliten el
intercambio periódico de docentes, técnicos y expertos de cualesquie-
ra de las disciplinas que conforman el estudio de la actividad turística,
en sus aspectos técnicos, económicos y socioculturales, a través de los
respectivos organismos oficiales de turismo. Asimismo, intercambiarán
información sobre los planes y programas de desarrollo turístico.

ARTICULO VII
Los respectivos organismos oficiales de turismo propiciarán la

promoción de acuerdos con las compañías nacionales de
aeronavegación y las autoridades aeronáuticas de sus respectivos
países, con el objeto de facilitar la implementación de programas
alternativos para el transporte aéreo, así como las tarifas aéreas
especiales para los mercados considerados prioritarios para ambas
entidades, tendientes al turismo receptivo.

ARTICULO VIII
Las Partes procurarán en lo posible armonizar los planes de fomen-

to al turismo y adoptar patrones comunes de clasificación de aloja-
miento turístico. Asimismo, buscarán adoptar posiciones conjuntas y
coordinadas, destinadas a incentivar, facilitar e incrementar el turismo
hacia ambos países, frente a organismos regionales y multilaterales y
en reuniones internacionales en que participen.

ARTICULO IX
A efectos de dar cumplimiento a las disposiciones del presente

acuerdo, de coordinar las acciones conjuntas y de realizar un segui-
miento y evaluación de las tareas, los representantes de ambos orga-
nismos oficiales de turismo se reunirán alternativamente en cada país,
de acuerdo con los programas de trabajo que establezcan las Partes.

ARTICULO X
Las Partes se notificarán por vía diplomática el cumplimiento de los

requisitos legales internos necesarios para la entrada en vigor del
presente Convenio. El Convenio entrará en vigor una vez se haya
producido la segunda de tales notificaciones.

ARTICULO XI
El Presente Convenio tendrá una vigencia de seis años prorrogables

automáticamente por períodos de igual duración.
Cualquiera de las Partes podrá denunciarlo mediante notificación

escrita a la otra Parte con seis meses de anticipación, en cuyo caso no
se suspenderán los proyectos que estén en ejecución por aplicación de
las disposiciones del presente acuerdo.

Suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de agosto
del año dos mil uno, en dos ejemplares originales, siendo ambos textos
igualmente auténticos.

Por el Gobierno de la Republica de Colombia,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

Por el Gobierno de la República de Bolivia,
El Ministro de Relaciones Exteriores y Culto,

Gustavo Fernández Saavedra.
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogota, D. C.,  5 de marzo de 2002
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos Constitucionales
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores (Fdo.),
Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°.  Apruébase el Convenio de Cooperación Turística entre

el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República de Bolivia, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20)
días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de la
Ley 7ª de 1944, el Convenio de Cooperación Turística entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la
República de Bolivia, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte
(20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001), que por el
artículo primero de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la
fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto del
mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D. C., a ...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscritos

Ministros de Relaciones Exteriores y de Desarrollo Económico.
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Desarrollo Económico,
Eduardo Pizano de Narváez.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento de los

artículos 150 numeralles 16 y 189 numeral 2 de la Constitución
Política de Colombia, presentamos a consideración del honorable
Congreso de la República el Proyecto de ley, por medio de la cual se
aprueba el Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno
de la República de Colombia y el Gobierno de la República de
Bolivia, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes
de agosto del año dos mil uno (2001).

El Convenio de Cooperación Turística busca propiciar y apoyar
esfuerzos de integración regional y subregional entre los países
sudamericanos, favoreciendo la participación conjunta y coordinada
de los programas tendientes a promover y estimular el desarrollo del
turismo entre los dos países, fomentando la colaboración en los
aspectos relacionados con esta industria y propiciando que los avances
en este sector redunden en el mayor beneficio posible para los dos
Estados.

Este Convenio permitirá igualmente obtener una mayor compren-
sión de la actividad turística de cada país y facilitará la transferencia
de tecnología, conocimientos y experiencias.

La tendencia mundial de establecer mercados más abiertos como
consecuencia de los procesos de internacionalización y globalización,
exige desarrollar actividades bien planificadas que consulten una
estrategia básica que permita integrar el ordenamiento físico-espacial,
la dinámica del mercado y el soporte tecnológico de la actividad.

Bajo este contexto, el Convenio de Cooperación Turística entre
Colombia y Bolivia permitirá diseñar una estrategia para la promoción
y difusión turística que facilite el desarrollo del turismo en los dos
países a nivel internacional.

Con la firma del Convenio de Cooperación Turística, Colombia
obtiene los siguientes beneficios:

? Conocer las características, evolución y tendencias del mercado
turístico entre Colombia y Bolivia.

? Fomentar las diferentes áreas de la industria turística, de tal
forma que el producto turístico nacional sea competitivo a nivel
internacional.

? Identificar la oferta turística de los dos países.
? Facilitar el flujo turístico entre las dos partes.
El convenio se constituye en un instrumento esencial para contri-

buir al logro de los objetivos que el Gobierno viene impulsando, en
materia de relaciones internacionales y política exterior, en procura de
fortalecer y consolidar el proceso de integración e incrementar los
mercados con Bolivia.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Gobierno Nacional, a través de
sus Ministros de Relaciones Exteriores y de Desarrollo Económico,
somete a consideración del Honorable Congreso de la República el
Convenio de Cooperación Turística, entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia,
suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto
del año dos mil uno (2001).

De los honorables Congresistas,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Desarrollo Económico,
Eduardo Pizano de Narváez

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-
tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desa-
rrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Co-
lombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada de
ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir la
reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente al
Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amílkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

República de Colombia – Gobierno Nacional.
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.
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SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., agosto 2 de 2002.
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de Ley número

35 de 2002 Senado, por medio de la cual se aprueba el “Convenio de
Cooperación Turística, entre el Gobierno de la República de Colombia
y el Gobierno de la República de Bolivia, suscrito en la Ciudad de La
Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001),
me permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada
iniciativa que fue presentada en el día de hoy ante la Secretaría General
La materia de que trata el mencionado Proyecto de ley es competencia
de la Comisión Segunda Constitucional Permanente, de conformidad
con las disposiciones reglamentarias y de ley.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., agosto 2 de 2002.
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por

repartido el Proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con
el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 36 DE 2002 SENADO

por medio de la cual se aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la
República de Colombia y el Gobierno de la República Dominicana
sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, hecho en Santo Domingo,
República Dominicana, el veintisiete (27) de junio de mil novecientos

noventa y ocho (1998).
El Congreso de la República

Visto el texto del Acuerdo entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República Dominicana sobre Asistencia
Mutua en Materia Penal, hecho en Santo Domingo, República Domi-
nicana, el veintisiete (27) de junio de mil novecientos noventa y ocho
(1998), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
Instrumento Internacional mencionado).
ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA
DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA
DOMINICANA SOBRE ASISTENCIA MUTUA EN MATERIA

PENAL
El Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la

República Dominicana, Considerando los lazos de amistad y coope-
ración que nos unen.

Reconociendo que la lucha contra la delincuencia transnacional es
una responsabilidad compartida de la comunidad internacional.

Conscientes que es necesario el fortalecimiento de los mecanismos
de cooperación judicial y asistencia mutua, para evitar el incremento
de las actividades delictivas.

Deseando proporcionar la más amplia asistencia legal mutua para
la investigación, embargo, incautación, otras medidas cautelares,
decomiso o confiscación del producto e instrumentos del hecho
punible,

Han acordado lo siguiente:
ARTICULO 1°. AMBITO DE APLICACION:
1. Las Partes, de conformidad con este Acuerdo, se otorgarán mutua

asistencia en investigaciones y procedimientos judiciales respecto de
toda clase de hechos punibles, incluidos la búsqueda, embargo, incau-
tación, otras medidas cautelares, decomiso o confiscación del produc-
to y de los instrumentos de toda clase de hechos punibles.

2. Este Acuerdo no se aplicará a:
a) Las contravenciones;
b) La extradición;
c) La ejecución de sentencias penales, incluido el traslado de

personas condenadas, con el objeto de que cumplan condena.
3. El presente Convenio se entenderá celebrado exclusivamente

con fines de asistencia judicial mutua entre los Estados contratantes.
Las disposiciones del presente Acuerdo no generarán derecho alguno
a favor de los particulares en orden a la obtención, eliminación o
exclusión de pruebas o a la obstaculización en el cumplimiento de la
solicitud.

4. Una Parte no ejercerá en el territorio de otra Parte competencias
ni funciones que hayan sido reservadas exclusivamente a las autorida-
des de esa otra Parte por su derecho interno.

ARTICULO 2°. DEFINICIONES:
A los fines de este Acuerdo:
a) “Decomiso o confiscación” son medidas equivalentes y signifi-

can la privación con carácter definitivo de bienes, productos o instru-
mentos del hecho punible, por decisión de un tribunal o una autoridad
competente;

b) “Instrumento del hecho punible significa cualquier bien utiliza-
do, o  destinado a ser utilizado, para la comisión de un hecho punible;

c) “Producto del hecho punibles significa bienes de cualquier
índole  derivados u obtenidos, directa o indirectamente, por cualquier
persona de  la comisión de un hecho punible, o el valor equivalente de
tales bienes;

d) “Bienes” significa los activos de cualquier tipo, corporales o
incorporales,  muebles o inmuebles, tangibles o intangibles y los
documentos o  instrumentos legales que acrediten la propiedad u otros
derechos sobre  activos;

e) “Embargo, incautación y otras medidas cautelares de bienes”
significa la prohibición temporal de transferir, convertir, enajenar o
mover bienes, así como la custodia o el control temporal de bienes por
mandamiento expedido por un tribunal o por una autoridad competente.

ARTICULO 3°. AUTORIDADES CENTRALES Y COMPE-
TENTES:

1. Los requerimientos de asistencia bajo este Acuerdo deben
realizarse a  través de las Autoridades Centrales de las Partes.

2. En la República Dominicana la Autoridad Central será la
Procuraduría  General de la República. Con relación a las solicitudes
de asistencia enviadas a la República de Colombia, la Autoridad
Central será la Fiscalía  General de la Nación; con relación a las
solicitudes de asistencia judicial hechas por la República de Colombia
la Autoridad Central será la Fiscalía General de la Nación o el
Ministerio de Justicia y del Derecho.

3. Las Partes podrán notificarse mediante nota diplomática la
modificación en la designación de las Autoridades Centrales.

4. Las solicitudes tramitadas por una Autoridad Central de confor-
midad con el presente Convenio se basarán en el requerimiento de
asistencia de las autoridades competentes.

ARTICULO 4°. CONTENIDO DE LOS REQUERIMIENTOS:
l. Los requerimientos de asistencia deben realizarse por escrito.

Bajo  circunstancias de carácter urgente o en caso de que sea permitido
por la Parte requerida, las solicitudes podrán hacerse a través de una
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transmisión por fax o por medio de cualquier otro método electrónico
pero deben ser confirmados por escrito en un plazo no mayor de quince
(15) días.

2. Los requerimientos de asistencia deberán contener las siguientes
indicaciones:

 a) Determinación de la autoridad competente que dirige la inves-
tigación o el procedimiento judicial a que se refiere el requerimiento;

 b) Las cuestiones a que se refiere la investigación o el procedimien-
to judicial, con inclusión de los hechos y de las disposiciones legales
pertinentes;

 c) El propósito del requerimiento y el tipo de asistencia solicitado;
d) Cualquier plazo dentro del cual se desea el cumplimiento del

requerimiento;
e) La identidad, nacionalidad y ubicación de la persona o las

personas que son objeto de la investigación o del procedimiento
judicial, cuando sea conocida;

f) El texto del interrogatorio a ser formulado para la práctica de la
prueba testimonial en la Parte requerida. No obstante la autoridad
competente que lo practique podrá formular preguntas adicionales
sobre los hechos materia de la investigación.

g) Información sobre el pago de los gastos que se asignarán a la
persona cuya presencia se solicita en la Parte requirente;

h) Cuando sea del caso la indicación de las autoridades de la Parte
requirente que puedan participar como observadores en la práctica de
la prueba que se desarrolle en la Parte requerida.

3. Si la Parte requerida considera que la información contenida en
un requerimiento no es suficiente para atenderlo, podrá solicitar que se
le proporcione información adicional.

ARTICULO 5°. EJECUCIÓN DE REQUERIMIENTOS:
1. Un requerimiento se ejecutará en la medida en que sea compati-

ble y lo permita el derecho interno de la Parte requerida, de conformi-
dad con lo especificado en la solicitud.

2. La Parte requerida informará con prontitud a la Parte requirente
de la decisión de la Parte requerida de no cumplir en todo o en parte con
un requerimiento de asistencia y del motivo de tal decisión.

3. La Parte requirente informará con prontitud a la Parte requerida
de cualquier circunstancia que pueda ocasionar una demora significa-
tiva, afectar el requerimiento o su ejecución o que pueda hacer que
resulte improcedente proseguir con su cumplimiento.

ARTICULO 6°. DENEGACION DE ASISTENCIA:
1. La asistencia podrá denegarse si:
a) La Parte requerida considera que el cumplimiento del requeri-

miento, si fuera otorgado, menoscabaría gravemente su soberanía,
seguridad, interés nacional u otro interés fundamental; o si

b) La prestación de la asistencia solicitada pudiera perjudicar una
investigación o procedimiento en el territorio de la Parte requerida la
seguridad de cualquier persona o imponer una carga excesiva sobre los
recursos de esa Parte; o si

c) La acción solicitada contraviene los principios de derecho de la
Parte requerida o las garantías fundamentales consagradas en la Parte
requerida; o si

d) El requerimiento se refiere a conductas realizadas en el territorio
del país requirente, respecto a las cuales la persona ha sido finalmente
exonerada o indultada; o si

e) El requerimiento se refiere a una orden de decomiso o confisca-
ción  que ya ha sido ejecutada; o si

f) Se trata de delitos políticos y militares; o si
g) Se trata de medidas definitivas o provisionales sobre bienes, si el

hecho no es punible de conformidad con la legislación de ambas
partes.

2. Antes de negarse a cumplir con el requerimiento de asistencia, la
Parte requerida considerará si puede otorgar asistencia sujeta a las
condiciones que considere necesarias. La Parte requirente podrá
aceptar la asistencia sujeta a las condiciones impuestas por la Parte
requerida.

ARTICULO 7°. RESERVA Y LIMITACIÓN AL USO DE
PRUEBAS E INFORMACIÓN:

1. La Parte requerida mantendrá en los términos solicitados por la
Parte requirente el requerimiento de asistencia, su contenido y cual-
quier documento que sirva de justificación, y el hecho de otorgar tal
asistencia, salvo en la medida en que la revelación sea necesaria para
ejecutar el requerimiento. Si el requerimiento no se puede ejecutar sin
el levantamiento de la reserva, la Parte requerida deberá informar a la
Parte requirente de las condiciones bajo las cuales se podrá ejecutar el
requerimiento sin el levantamiento de la reserva. La Parte requirente
luego deberá determinar el alcance que desea darle al requerimiento
que será ejecutado.

2. La Parte requirente mantendrá en reserva, cualquier prueba e
información proporcionada por la Parte requerida, si así lo ha soli-
citado, salvo en la medida en que su revelación sea necesaria para
la investigación o el procedimiento judicial descrito en el requeri-
miento.

3. La Parte requirente no utilizará para finalidades que no sean las
declaradas en el requerimiento pruebas o informaciones obtenidas
como resultado del mismo, sin el consentimiento previo de la Parte
requerida.

ARTICULO 8°. INFORMACIÓN Y PRUEBAS:
1. Las Partes podrán solicitar información y pruebas a los efectos de

una investigación o de un procedimiento judicial.
2. La asistencia que podrá prestarse en virtud de este artículo

comprende los siguientes aspectos:
a) Proporcionar información y documentos o copias de éstos para

los efectos de una investigación o de un procedimiento judicial en el
territorio de la Parte requirente;

b) Practicar  pruebas o declaraciones de testigos u otras personas,
producir documentos, efectuar registros o recoger otro tipo de pruebas
para su remisión a la Parte requirente;

c) Buscar, incautar y entregar a la Parte requirente, en forma
temporal o definitiva, según el caso, cualquier prueba y proporcionar
la información que pueda requerir la Parte respecto del lugar de
incautación, las  circunstancia de la misma y la custodia posterior del
material incautado antes de la entrega.

3. La Parte requerida podrá posponer la entrega del bien o prueba
solicitados, si éstos son requeridos para un procedimiento judicial
penal o civil en su territorio. La Parte requerida proporcionará, al serle
ello solicitado, copias certificadas de documentos.

4. Cuando lo solicite la Parte requerida, la Parte requirente devol-
verá los bienes y medios de prueba proporcionados en virtud de este
artículo, cuando ya no los necesite para la finalidad a cuyo efecto
fueron proporcionados.

5. Las Partes podrán prestarse otras formas de asistencia en la
medida que sean compatibles con su ordenamiento interno.

ARTICULO 9°. MEDIDAS PROVISIONALES:
1. Sin perjuicio de lo dispuesto en un artículo 5° (1) y de acuerdo a

las disposiciones de este artículo, una de las Partes podrá solicitar a la
otra que obtenga una orden con el propósito de realizar un embargo,
incautación u otra medida cautelar sobre bienes para asegurar que
éstos estén disponibles para la ejecución de una orden de decomiso o
confiscación.

2. Un requerimiento efectuado en virtud de este artículo deberá
incluir:
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a) (i) Una copia de la orden de embargo, incautación u otra medida
cautelar.

(ii) Una certificación expedida por la Autoridad Central en la que
se declare que se ha iniciado una investigación preliminar, o una
instrucción ha comenzado, y que en cualquier caso, una decisión ha
sido emitida ordenando un embargo, incautación u  otras medidas
cautelares.

b) Un resumen de los hechos del caso, incluyendo una descripción
del hecho punible, dónde y cuándo se cometió y una referencia a las
disposiciones legales pertinentes;

c) En la medida de lo posible, una descripción de los bienes respecto
de los cuales se solicita el embargo, incautación u otra medida cautelar,
y su relación con la persona contra la que se inició o se iniciará un
procedimiento judicial;

d) Cuando corresponda, una declaración de la suma que se desea
embargar, incautar o aplicar otra medida cautelar y los fundamentos
del cálculo de esa suma;

e) Cuando corresponda, una declaración del tiempo que se estima
transcurrirá antes de que el caso sea remitido a juicio y antes de que se
pueda dictar sentencia final.

3. La Parte requirente informará a la Parte requerida de cualquier
modificación en  cálculo de tiempo a que se hace referencia en el
apartado (2) (e) anterior y al hacerlo, indicará asimismo la etapa de
procedimiento judicial que se haya alcanzado. Cada Parte informará
con prontitud a la otra de cualquier apelación o decisión adoptada
respecto del embargo, incautación u otras medidas cautelares solicita-
das o adoptadas.

4. La Parte Requerida podrá imponer una condición que limite la
duración de la medida. La Parte Requerida notificará con prontitud a
la Parte requirente cualquier condición de esa índole y los fundamen-
tos de la misma.

5. Cualquier requerimiento se ejecutará únicamente de acuerdo con
la legislación interna de la Parte Requerida y, en particular, en
observancia de los derechos de cualquier individuo que puede ser
afectado por su ejecución.

ARTICULO 10. EJECUCIÓN DE ORDENES DE DECOMI-
SO O CONFISCACIÓN:

1. Si el requerimiento para una orden de decomiso o confiscación
es realizado, la Parte Requerida puede, sin perjuicio de lo previsto en
el artículo 5° (1) del presente Acuerdo:

a) Ejecutar una orden emitida por la autoridad competente de la
Parte Requirente para decomisar o confiscar el producto o los instru-
mentos del hecho punible; o

b) Emprender un procedimiento para que sus autoridades compe-
tentes puedan proferir una orden de decomiso o confiscación de
acuerdo a su legislación interna.

2. La solicitud será acompañada de una copia de la orden certificada
por la  Autoridad Central y, contendrá información que indique:

 a) Que la orden o la condena no es susceptible de recursos;
b) Cuando corresponda, una descripción de los bienes disponibles

para ejecución o los bienes respecto de los cuales se solicita asistencia,
declarando la relación existente entre esos bienes y la persona contra
la que se expidió la orden;

c) Cuando corresponda y se conozca, los legítimos intereses en los
bienes que tenga cualquier persona diferente a aquella contra la que se
expidió la orden;

d) Cuando corresponda, la suma que se desea obtener como
resultado de tal asistencia;

e) Las pruebas que soporten la base sobre la cual se profirió con la
orden de decomiso o confiscación;

f) Cualquier otra información pertinente.

3. En donde la ley de la Parte Requerida no permita efectuar una
solicitud en su totalidad, la Parte Requerida le dará cumplimiento
hasta donde sea permitido.

4. La Parte Requerida podrá solicitar información o pruebas adi-
cionales con el fin de llevar a cabo el requerimiento.

5. Cualquier solicitud se ejecutará únicamente de acuerdo con la
legislación interna de la Parte Requerida y, en particular, en observan-
cia de los derechos de cualquier individuo que puedan ser afectados
por su ejecución.

6. Para acordar con la Parte Requirente la manera de compartir el
valor de los bienes decomisados en cumplimiento de este artículo, y de
acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 5.5 (b) (ii) de
la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico ilícito de
Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988 de la cual ambos
Estados son parte, la Parte Requerida hará una consideración especial
del grado de cooperación suministrada por la Parte Requirente.

Para dar cumplimiento a lo estipulado en este numeral, las Partes
podrán celebrar acuerdos complementarios.

ARTICULO 11. INTERESES SOBRE LOS BIENES:
Conforme a lo previsto en el presente Acuerdo, el Estado requerido

determinará según su ley las medidas necesarias para proteger los
intereses de terceras personas de buena fe sobre, los bienes que hayan
sido decomisados o confiscados.

Cualquier persona afectada por una orden de embargo, incautación
u otras medidas cautelares, decomiso o confiscación, podrá interponer
los recursos ante la autoridad competente en el Estado requerido, para
la eliminación o variación de dicha orden.

ARTICULO 12. RESPONSABILIDAD POR DAÑOS:
Una Parte no será responsable por los daños que puedan surgir de

actos u omisiones de las autoridades de la otra Parte en la formulación
o ejecución de una solicitud.

ARTICULO 13. GASTOS:
La Parte Requerida asumirá cualquier costo que surja dentro de su

territorio como resultado de una actuación que se realice en virtud de
la solicitud de la Parte Requirente Los gatos extraordinarios estarán
sujetos a acuerdo especial entre las Partes.

ARTICULO 14. AUTENTICACIÓN:
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 10, los documentos y

pruebas certificados por la Autoridad Central no requerirán ninguna
otra certificación sobre validez, autenticación ni legalización a los
efectos de este Acuerdo.

ARTICULO 15. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS:
1. Cualquier controversia que surja de una solicitud, será resuelta

por consulta entre las Autoridades Centrales.
2. Cualquier controversia que surja entre las Partes relacionada con

la interpretación o aplicación de este Acuerdo será resuelta por
consulta entre las Partes por vía diplomática.

ARTICULO 16. COMPATIBILIDAD CON OTROS TRATA-
DOS, ACUERDOS U OTRAS FORMAS DE COOPERACIÓN:

La asistencia establecida en el presente Acuerdo no impedirá que
cada una de las Partes preste asistencia a la otra al amparo de lo previsto
en otros acuerdos internacionales de los cuales sean partes. Este
Acuerdo no impedirá a las Partes la posibilidad de desarrollar otras
formas de cooperación de conformidad con sus respectivos
ordenamientos jurídicos.

ARTICULO 17. DISPOSICIONES FINALES:
1. Cada Parte notificará por vía diplomática a la otra Parte cuando

se hayan cumplido los trámites constitucionales requeridos por sus
leyes para que este Acuerdo entre en vigor. El Acuerdo entrará en vigor
a los treinta (30) días contados a partir de la fecha de la última
notificación.
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2. Este acuerdo podrá ser denunciado por cualquiera de las Partes
mediante notificación a la otra por la vía diplomática. Su vigencia
cesará a los seis meses de la fecha de recepción de tal notificación. Las
solicitudes de asistencia realizadas dentro del período de notificación
del Acuerdo serán atendidas por la Parte Requerida antes de su
terminación.

En fe de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados por
sus respectivos Gobiernos, han firmado este Acuerdo.

Hecho en dos ejemplares en Santo Domingo, República Dominica-
na a los veintisiete (27) días del mes de junio de mil novecientos
noventa y ocho (1998), en idioma español, siendo ambos textos
igualmente auténticos.

 Por el Gobierno de la República de Colombia,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Camilo Reyes Rodríguez.

Por el Gobierno de la República Dominicana
El Secretario de Estado de Relaciones Exteriores,

Eduardo Latorre.

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C.,  9 de julio de 1999.
Aprobado: Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos Constitucionales.
(Fdo.) ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores (Fdo.),
Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la

República de Colombia y el Gobierno de la República Dominicana
Sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, hecho en Santo Domin-
go, República Dominicana, el veintisiete (27) de junio de mil nove-
cientos noventa y ocho (1998).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo l° de la
Ley 7ª de 1944, el Acuerdo entre el Gobierno de la República de
Colombia y el Gobierno de la República Dominicana Sobre Asis-
tencia Mutua en Materia Penal, hecho en Santo Domingo, Repúbli-
ca Dominicana, el veintisiete (27) de junio de mil novecientos noventa
y ocho (1998), que por el artículo primero de esta ley se aprueba,
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su publica-
ción.

Dada en Bogotá, D. C., a ...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscri-

tos, Ministro de Relaciones Exteriores y Ministro de Justicia y del
Derecho.

El Ministro de Relaciones Exteriores
Guillermo Fernández de Soto.

Ministro de Justicia y del Derecho,
Rómulo González Trujillo.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
El Gobierno Nacional, con base en lo dispuesto en los artículos 150

numerales 16, 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia,
somete a consideración del honorable Congreso de la República, el
Proyecto de Ley por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República
Dominicana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal”, hecho en
Santo Domingo, República Dominicana, el veintisiete (27) de junio de
mil novecientos noventa y ocho (1998).

PRESENTACION
En virtud de las nuevas realidades de la política internacional, y

reconociendo que la lucha contra la delincuencia transnacional es una
responsabilidad compartida de la Comunidad Internacional, el Go-
bierno Nacional ha puesto en marcha la búsqueda del fortalecimiento
de los mecanismos de cooperación judicial y asistencia mutua, para
evitar el incremento de las actividades delictivas; política ésta enca-
minada a la consolidación de un canal de comunicación ágil, así como
de herramientas dinámicas que permitan adelantar acciones conjuntas
de control y represión de las actividades delictivas entre los Estados de
América Latina y el Caribe.

Para contribuir a la realidad de estos objetivos, se debe fortalecer la
cooperación bilateral entre Colombia y la República Dominicana,
mediante un nuevo marco jurídico que impulse la valiosa relación en
materia penal de los dos países.

TEXTO DEL ACUERDO
Antecedentes del Acuerdo
El Acuerdo al establecer los mecanismos de cooperación en materia

penal ente los dos países, lo hace sobre el respeto de los principios de
soberanía, autonomía y no intervención entre los Estados, garantizan-
do los derechos fundamentales y procesales de los ciudadanos de
ambas naciones, en claro acatamiento a la norma fundamental del
artículo 9° de nuestra Constitución que, además, preceptúa la obliga-
toriedad de orientar la política exterior hacia una integración cada vez
mayor con los demás Estados de América Latina y del Caribe.

En la actualidad, la cooperación judicial en materia penal con
República Dominicana se da a través de dos vías: exhortos y cartas
rogatorias, de conformidad con lo establecido en el Código de Proce-
dimiento Penal y mediante los mecanismos previstos en la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacien-
tes y Sustancias Sicotrópicas, adoptada en Viena en 1988, y en vigor
en Colombia desde 1994, habiendo sido aprobada por la Ley 67 de
1993.

El primero de los mecanismos citados requiere de numerosos
trámites que hacen engorrosa su aplicación en perjuicio de las inves-
tigaciones que, sobretodo en materia penal, requieren de acciones
rápidas para su efectividad. En cuanto a los mecanismos previstos en
la citada Convención de Viena de 1988, son mucho más ágiles, pero
sólo se aplican en relación con el tráfico de estupefacientes, dejando
por fuera los demás ilícitos, por lo que se hace necesaria la
implementación de acuerdos como el instrumento en estudio.

Con la suscripción de instrumentos como el presente, se afianza la
colaboración armónica entre los diferentes órganos del Estado, como
lo ordena el inciso final del artículo 113 de la Constitución ya que el
Ejecutivo, quien por mandato del mismo ordenamiento maneja las
relaciones internacionales (artículo 189, numeral 2), pretende que las
autoridades, en especial las judiciales, puedan, con la utilización de
tales convenios, realizar en forma más eficaz su labor, y para este caso
en particular, en lo que a prevención del delito se refiere.

Articulado del Acuerdo.
El presente Instrumento consta de un preámbulo y diecisiete

artículos. En el preámbulo se consagran los principios orientadores del
Acuerdo. Los diecisiete artículos respectivamente son: Ambito de
Aplicación, Definiciones, Autoridades Centrales y Competentes,
Contenido de los Requerimientos, Ejecución de los Requerimientos,
Denegación de Asistencia, Reserva y Limitación al Uso de Pruebas e
Información, Información y Pruebas, Medidas Provisionales, Ejecu-
ción de Orden de Decomiso o Confiscación, Intereses sobre los
Bienes, Responsabilidad por Daños, Gastos, Autenticación, Solución
de Controversias, Compatibilidad con otros Tratados, Acuerdos u
otras formas de Cooperación y Disposiciones Finales.

Específicamente, el Acuerdo planea adelantar acciones conjuntas
de prevención, control y represión del delito en todas sus formas, a
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través de acciones que agilicen los mecanismos tradicionales de
asistencia judicial y con ello ayudar al éxito de la investigación de
procesos penales y el juzgamiento de los responsables.

 Este Acuerdo estimula la implementación de medidas idóneas para
que, en concordancia con el ordenamiento jurídico interno de las
Partes, sea posible hacer el seguimiento de los autores; y cómplices, así
como el intercambio de informaciones y pruebas.

Es de anotar que este Acuerdo no se aplicará a las contravenciones,
a la extradición, ni a la ejecución de sentencias penales, incluido el
traslado de personas condenadas.

Finalmente, en los aspectos relativos a solución de controversias,
entrada en vigor y prórrogas, el Acuerdo se ajusta a las prácticas y
normas del Derecho Internacional consagradas en la Convención de
Viena sobre el Derecho de los Tratados y en otros instrumentos
internacionales.

De esta forma, honorables Congresistas, quedan expuestos los
parámetros que hicieron posible la negociación del Convenio puesto
a su consideración.

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro de Relaciones Exteriores

Guillermo Fernández de Soto.

Ministro de Justicia y del Derecho,
Rómulo González Trujillo.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios internacio-
nales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-
tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desa-
rrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Co-
lombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amílkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

República de Colombia – Gobierno Nacional.
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
 SECRETARIA

Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., agosto 2 de 2002.
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de Ley No. 36/

02 Senado Por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre el
Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República
Dominicana Sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, hecho en
Santo Domingo, República Dominicana, el veintisiete (27) de junio de
mil novecientos noventa y ocho (1998) me permito pasar a su despa-
cho el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el
día de hoy ante la Secretaria General. La materia de que trata el
mencionado Proyecto de ley es competencia de la Comisión Segunda
Constitucional Permanente, de conformidad con las disposiciones
reglamentarias y de ley.

El Secretario General (E.) honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., agosto 2 de 2002.
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por

repartido el Proyecto de ley de la referencia a la comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con
el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General (E.) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G.

* * *
PROYECTO DE LEY NUMERO 37 DE 2002 SENADO

por medio de la cual se aprueba la “Convención sobre la Seguridad
del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado”, hecha
en Nueva York, el día nueve (9) de diciembre de mil novecientos

noventa y cuatro (1994).
El Congreso de la República:

Visto el texto de la “Convención sobre la Seguridad del Personal de
las Naciones Unidas y el Personal Asociado”, hecha en Nueva York,
el día nueve (9) de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro
(1994), que a la letra dice:

(Para ser transcrito: Se adjunta fotocopia del texto íntegro del
instrumento internacional mencionado).

CONVENCION SOBRE LA SEGURIDAD
DEL PERSONAL DE LAS NACIONES UNIDAS

Y EL PERSONAL ASOCIADO
Los Estados Partes en la presente Convención,
Profundamente preocupados por el creciente número de muertos y

heridos como resultado de atentados deliberados contra el personal de
las Naciones Unidas y el Personal Asociado,

Teniendo presente que no puede justificarse ni aceptarse que el
personal que actúa en nombre de las Naciones Unidas sea objeto de
atentados o malos tratos de cualquier tipo quienquiera los cometa,

Reconociendo que las operaciones de las Naciones Unidas se
realizan en interés de toda la comunidad internacional y de conformi-
dad con los principios y los propósitos de las Naciones Unidas,

Reconociendo la importante contribución que el personal de las
Naciones Unidas y el Personal Asociado aportan a las actividades de
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las Naciones Unidas en las esferas de la diplomacia preventiva, el
establecimiento, el mantenimiento y la consolidación de la paz, y las
operaciones humanitarias y de otro orden,

Conscientes de los acuerdos existentes para velar por la seguridad
del personal de las Naciones Unidas y del personal asociado, en
particular de las medidas adoptadas por los órganos principales de las
Naciones Unidas a ese respecto,

Reconociendo no obstante, que las medidas existentes para la
protección del personal de las Naciones Unidas y del personal asocia-
do son insuficientes,

Reconociendo que la eficacia y la seguridad de las operaciones de
las Naciones Unidas mejoran cuando esas operaciones se realizan con
el consentimiento y la cooperación del Estado receptor,

Apelando a todos los Estados en que haya desplegado personal de
las Naciones Unidas y personal asociado, y a todas las entidades cuya
ayuda pueda necesitar ese personal, para que presten apoyo cabal con
miras a facilitar la realización y el cumplimiento del mandato de las
operaciones de las Naciones Unidas,

Convencidos, por ello, de la urgente necesidad de adoptar medidas
apropiadas y eficaces para prevenir los atentados cometidos contra el
personal de las Naciones Unidas y el personal asociado y para castigar
a quienes los hayan cometido,

Han convenido en lo siguiente:
Artículo 1

Definiciones
Para los efectos de la presente Convención:
a) Por “Personal de las Naciones Unidas” se entenderá:
i) Las personas contratadas o desplegadas por el Secretario General

de las Naciones Unidas como miembros de los componentes militares,
de policía o civiles de una operación de las Naciones Unidas;

ii) Otros funcionarios y expertos en misión de las Naciones Unidas
o sus organismos especializados o el Organismo Internacional de
Energía Atómica (OIEA) que se encuentren presentes, con carácter
oficial, en una zona donde se lleve a cabo una operación de las
Naciones Unidas;

b) Por “personal asociado” se entenderá:
i) Las personas asignadas por un Gobierno o por una organización

intergubernamental con el acuerdo del órgano competente de las
Naciones Unidas;

ii) Las personas contratadas por el Secretario General de las
Naciones Unidas, por un organismo especializado o por el OIEA;

iii) Las personas desplegadas por un organismo u organización no
gubernamental de carácter humanitario en virtud de un acuerdo con el
Secretario General de las Naciones Unidas, con un organismo especia-
lizado o con el OIEA,

Para realizar actividades en apoyo del cumplimiento del mandato
de una operación de las Naciones Unidas:

c) Por “operación de las Naciones Unidas” se entenderá una
operación establecida por el órgano competente de las Naciones
Unidas de conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y
realizada bajo la autoridad y control de las Naciones Unidas:

i) Cuando la operación esté destinada a mantener o restablecer la
paz y la seguridad internacionales, o

ii) Cuando el Consejo de Seguridad o la Asamblea General hayan
declarado, a los efectos de la presente Convención, que existe un
riesgo excepcional para la seguridad del personal que participa en la
operación;

d) Por “Estado receptor” se entenderá un Estado en cuyo territorio
se lleve a cabo una operación de las Naciones Unidas;

e) Por “Estado de tránsito” se entenderá un Estado, distinto del
Estado receptor, en cuyo territorio el personal de las Naciones Unidas
y asociado o su equipo esté en tránsito o temporalmente presente en
relación con una operación de las Naciones Unidas.

Artículo 2
Ambito de aplicación

1. La presente Convención se aplicará al personal de las Naciones
Unidas y al personal asociado y a las operaciones de las Naciones
Unidas, según se definen en el artículo 1°.

2. La presente Convención no se aplicará a las operaciones de las
Naciones Unidas autorizadas por el Consejo de Seguridad como
medida coercitiva de conformidad con el Capítulo VII de la Carta de
las Naciones Unidas en las que cualesquiera miembros del personal
participen como combatientes contra fuerzas armadas organizadas, a
las que se aplica el derecho relativo a los conflictos armados interna-
cionales.

Artículo 3
Identificación

1. Los componentes militares y de policía de las operaciones de las
Naciones Unidas, así como sus vehículos, embarcaciones y aeronaves,
llevarán una identificación distintiva. El resto del personal y de los
vehículos, las embarcaciones y las aeronaves que participen en la
operación de las Naciones Unidas llevarán la debida identificación a
menos que el Secretario General de las Naciones Unidas decida otra
cosa.

2. Todo el personal de las Naciones Unidas y el personal asociado
portará los documentos de identificación correspondientes.

Artículo 4
Acuerdos sobre el Estatuto de la operación

El Estado receptor y las Naciones Unidas concluirán lo antes posible
un acuerdo sobre el estatuto de la operación de las Naciones Unidas y de
todo el personal que participa en la operación, el cual comprenderá, entre
otras, disposiciones sobre las prerrogativas e inmunidades de los com-
ponentes militares y de policía de la operación.

Artículo 5
Tránsito

El Estado de tránsito facilitará el tránsito sin obstáculos del perso-
nal de las Naciones Unidas y el personal asociado y de su equipo hacia
el Estado receptor y desde éste.

Artículo 6
Respeto de las leyes y reglamentos

1. Sin perjuicio de las prerrogativas e inmunidades de que gocen o
de las exigencias de sus funciones, el personal de las Naciones Unidas
y el personal asociado:

a) Respetará las leyes y reglamentos del Estado receptor y del
Estado de tránsito, y

b) Se abstendrá de toda acción o actividad incompatible con el
carácter imparcial e internacional de sus funciones.

2. El Secretario General tomará todas las medidas apropiadas para
asegurar la observancia de estas obligaciones.

Artículo 7
Obligación de velar por la seguridad del Personal de las Naciones

Unidas y el Personal Asociado
1°. El Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, su

equipo y sus locales no serán objeto de ataques ni de acción alguna que
les impida cumplir su mandato.

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para
velar por la seguridad del personal de las Naciones Unidas y el
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personal asociado. En particular, los Estados Partes tomarán todas las
medidas apropiadas para proteger al personal de las Naciones Unidas
y el personal asociado desplegado en su territorio contra los delitos
enumerados en el artículo 9°.

3. Los Estados Partes cooperarán con las Naciones Unidas y con los
demás Estados Partes, según proceda, en la aplicación de la presente
Convención, especialmente en los casos en que el Estado receptor no
esté en condiciones de adoptar por sí mismo las medidas requeridas.

Artículo 8
Obligación de poner en libertad o devolver al Personal

de las Naciones Unidas y al Personal Asociado
capturado o detenido

 Salvo que ello esté previsto de otra forma en un acuerdo sobre el
estatuto de las fuerzas que sea aplicable, si el Personal de las Naciones
Unidas o el Personal Asociado es capturado o detenido en el curso del
desempeño de sus funciones y se ha establecido su identidad, no será
sometido a interrogatorio y será puesto en libertad de inmediato y
devuelto a las Naciones Unidas o a otras autoridades pertinentes.
Durante su detención o captura, dicho personal será tratado de confor-
midad con las normas de derechos humanos universalmente recono-
cidas y con los principios y el espíritu de los Convenios de Ginebra de
1949.

Artículo 9
Delitos contra el personal de las Naciones Unidas

y el personal Asociado
1. La comisión intencional de:
a) Un homicidio, secuestro u otro ataque contra la integridad física

o la libertad de cualquier miembro del personal de las Naciones Unidas
o el personal asociado;

b) Un ataque violento contra los locales oficiales, la residencia
privada o los medios de transporte de cualquier miembro del personal
de las Naciones Unidas o del personal asociado, que pueda poner en
peligro su integridad física o su libertad;

c) Una amenaza de tal ataque con el objetivo de obligar a una
persona natural o jurídica a realizar o abstenerse de realizar algún acto;

d) Una tentativa de cometer tal ataque, y
e) Un acto que constituya la participación como cómplice en tal

ataque o tentativa de ataque o que suponga organizar u ordenar a
terceros la comisión de tal ataque, será considerado delito por cada
Estado Parte en su legislación nacional.

2. Los Estados Partes sancionarán los delitos enumerados en el
párrafo 1° con penas adecuadas que tengan en cuenta su gravedad.

Artículo 10
Establecimiento de jurisdicción

1. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias para estable-
cer su jurisdicción sobre los delitos definidos en el artículo 9° en los
casos siguientes:

a) Cuando el delito se haya cometido en el territorio de ese Estado
o a bordo de un buque o aeronave matriculado en ese Estado;

b) Cuando el presunto culpable sea nacional de ese Estado.
2. Un Estado Parte podrá también establecer su jurisdicción respec-

to de cualquiera de tales delitos cuando:
a) Sea cometido por una persona apátrida cuya residencia habitual

se halle en ese Estado; o
b) Sea cometido contra un nacional de ese Estado, o
c) Sea cometido en un intento de obligar a ese Estado a hacer o no

hacer alguna cosa.
3. Todo Estado Parte que haya establecido la jurisdicción indicada

en el párrafo 2° lo notificará al Secretario General de las Naciones

Unidas. Si ese Estado Parte deroga posteriormente tal jurisdicción lo
notificará al Secretario General de las Naciones Unidas.

4. Cada Estado Parte adoptará las medidas necesarias para estable-
cer su jurisdicción sobre los delitos definidos en el artículo 9° en el
caso de que el presunto culpable se encuentre en su territorio y de que
ese Estado no conceda su extradición, conforme al artículo 15, a
alguno de los Estados Partes que hayan establecido su jurisdicción de
conformidad con lo dispuesto en los párrafos 1 o 2.

5. La presente Convención no excluirá ninguna jurisdicción penal
ejercida de conformidad con la legislación nacional.

Artículo 11
Prevención de los delitos contra el personal de las Naciones

 Unidas y el Personal Asociado
Los Estados Partes cooperarán en la prevención de los delitos

enumerados en el artículo 9, en particular:
a) Adoptando todas las medidas factibles para impedir que se

prepare en sus respectivos territorios la comisión de esos delitos dentro
o fuera de su territorio, y

b) Intercambiando información de acuerdo con su legislación
nacional y coordinando la adopción de las medidas administrativas y
de otra índole que sean procedentes para impedir que se cometan esos
delitos.

Artículo 12
Comunicación de información

1. En las condiciones previstas en su legislación nacional, el Estado
Parte en cuyo territorio se haya cometido uno de los delitos definidos
en el artículo 9°, si tiene razones para creer que el presunto culpable
ha huido de su territorio, deberá comunicar al Secretario General de las
Naciones Unidas y, directamente o por intermedio del Secretario
General, al Estado o Estados interesados, todos los datos pertinentes
relativos al delito cometido y toda la información de que disponga
sobre la identidad del presunto culpable.

2. Cuando se haya cometido uno de los delitos enumerados en el
artículo 9°, todo Estado Parte que disponga de información sobre la
víctima y las circunstancias del delito se esforzará por comunicarla
completa y rápidamente, en las condiciones establecidas por su
legislación nacional, al Secretario General de las Naciones Unidas y
al Estado o los Estados interesados.

Artículo 13
Medidas destinadas a asegurar el enjuiciamiento o la extradición

1. Cuando las circunstancias lo justifiquen, el Estado Parte en
cuyo territorio se encuentre el presunto culpable adoptará las medi-
das pertinentes, previstas en su legislación nacional, para asegurar
la presencia de esa persona a los efectos de su enjuiciamiento o ex-

tradición.
2. Las medidas tomadas de conformidad con el párrafo 1° serán

notificadas de conformidad con la legislación nacional y sin demora
al Secretario General de las Naciones Unidas y, directamente o por
intermedio del Secretario General:

a) Al Estado en que se haya cometido el delito;
b) Al Estado o los Estados de que sea nacional el presunto culpable

o, si éste es apátrida, al Estado en cuyo territorio tenga su residencia
habitual esa persona;

c) Al Estado o los Estados de que sea nacional la víctima;
d) A los demás Estados interesados.

Artículo 14
Enjuiciamiento de los presuntos culpables

El Estado Parte en cuyo territorio se encuentre el presunto culpable,
si no concede su extradición, someterá el caso, sin ninguna excepción
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y sin demora injustificada, a sus autoridades competentes para el
ejercicio de la acción penal, según el procedimiento establecido en la
legislación de ese Estado. Dichas autoridades tomarán su decisión en
las mismas condiciones que las aplicables a los delitos comunes de
carácter grave de acuerdo con el derecho de ese Estado.

Artículo 15
Extradición de los presuntos culpables

1. Si los delitos enumerados en el artículo 9° no están enumerados
entre los que dan lugar a extradición en un tratado de extradición
vigente entre los Estados Partes, se considerarán incluidos como tales
en esa disposición. Los Estados Partes se comprometen a incluir esos
delitos, en todo tratado de extradición que concluyan entre sí, entre los
que dan lugar a extradición.

2. Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de
un tratado, si recibe una petición de extradición de otro Estado Parte
con el que no tenga tratado de extradición, podrá, a su discreción
considerar la presente Convención como la base jurídica necesaria
para la extradición en lo que respecta a esos delitos. La extradición
estará sometida a las condiciones establecidas por la legislación del
Estado requerido.

3. Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existen-
cia de un tratado reconocerán que esos delitos dan lugar a extradición
entre ellos con sujeción a lo que dispone la legislación del Estado
requerido.

4. A los efectos de la extradición entre Estados Partes, se conside-
rará que esos delitos se han cometido no solamente en el lugar donde
se perpetraron, sino también en el territorio de los Estados Partes a que
se hace referencia en los párrafos 1 o 2 del artículo 10.

Artículo 16
Asistencia mutua en cuestiones penales

1. Los Estados Partes se prestarán toda la asistencia posible en
relación con los procedimientos penales relativos a los delitos enume-
rados en el artículo 9°, en particular asistencia para obtener todos los
elementos de prueba de que dispongan que sean necesarios para tales
actuaciones. En todos los casos se aplicará la legislación del Estado
requerido.

2. Las disposiciones del párrafo 1° no afectarán a las obligaciones
derivadas  de cualquier otro tratado en lo relativo a la asistencia mutua
en cuestiones penales.

Artículo 17
Trato imparcial

1. Se garantizarán un trato justo, un juicio imparcial y plena
protección de los derechos en todas las fases de las investigaciones o
del procedimiento a las personas respecto de las cuales se estén
realizando investigaciones o actuaciones en relación con cualquiera
de los delitos enumerados en el artículo 9°.

2. Todo presunto culpable tendrá derecho:
a) A ponerse sin demora en comunicación con el representante

competente más próximo del Estado o los Estados de que sea nacional
o al que competa por otras razones la protección de sus derechos o, si
esa persona es apátrida, del Estado que esa persona solicite y que esté
dispuesto a proteger sus derechos, y

b) A recibir la visita de un representante de ese Estado o de esos
Estados.

Artículo 18
Notificación del resultado de las actuaciones

El Estado Parte en el que se enjuicie a un presunto culpable
comunicará el resultado final de las actuaciones al Secretario General
de las Naciones Unidas, quien transmitirá la información a los demás
Estados Partes.

Artículo 19
Difusión

Los Estados Partes se comprometen a dar a la presente Convención
la difusión más amplia posible y, en particular, a incluir su estudio. Así
como el de las disposiciones pertinentes del derecho internacional
humanitario, en sus programas de instrucción militar.

Artículo 20
Cláusulas de salvaguarda

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a:
a) La aplicabilidad del derecho internacional humanitario ni de las

normas universalmente reconocidas de derechos humanos según
figuran en instrumentos internacionales en relación con la protección
de las operaciones de las Naciones Unidas y del personal de las
Naciones Unidas y el personal asociado, ni a la responsabilidad de ese
personal de respetar ese derecho y esas normas;

b) Los derechos y obligaciones de los Estados, de conformidad con
la Carta de las Naciones Unidas, en lo que respecta al consentimiento
para la entrada de personas en su territorio;

c) La obligación del personal de las Naciones Unidas y el personal
asociado de actuar de conformidad con los términos del mandato de
una operación de las Naciones Unidas;

d) El derecho de los Estados que voluntariamente aporten personal
a una operación de las Naciones Unidas a retirar a su personal de la
participación en esa operación, o

e) El derecho a recibir indemnización apropiada en el caso de
defunción, discapacidad, lesión o enfermedad atribuible a los servi-
cios de mantenimiento de la paz prestados por el personal voluntaria-
mente aportado por los Estados a operaciones de las Naciones Unidas.

Artículo 21
Derecho a actuar en defensa propia

Nada de lo dispuesto en la presente Convención será interpretado
en forma que menoscabe el derecho a actuar en defensa propia.

Artículo 22
Arreglo de controversias

1. Las controversias entre dos o más Estados Partes con respecto
a la interpretación o la aplicación de la presente Convención que no
puedan resolverse mediante negociación serán sometidas a arbitra-
je a petición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses a partir de
la fecha de la solicitud de un arbitraje las partes no pueden llegar a
un acuerdo sobre la organización de éste, cualquiera de ellas podrá
remitir la controversia a la Corte Internacional de Justicia mediante
una solicitud presentada de conformidad con el Estatuto de la
Corte.

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma, ratificación,
aceptación o aprobación de la presente Convención o de su adhesión
a ella, podrá declarar que no se considera obligado por el párrafo 1°.
Los demás Estados Partes no estarán obligados por lo dispuesto en el
párrafo 1° o por la parte pertinente del mismo respecto de ningún
Estado Parte que haya formulado esa reserva.

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en el
párrafo 2 podrá retirarla en cualquier momento mediante una notifica-
ción al Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 23
Reuniones de examen

A petición de uno o más Estados Partes, y si así lo aprueba una
mayoría de los Estados Partes, el Secretario General de las Naciones
Unidas convocará una reunión de los Estados Partes para examinar la
aplicación de la Convención y cualesquiera problemas que pudiera
plantear su aplicación.
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Artículo 24
Firma

La Presente Convención estará abierta a la firma de todos los
Estados hasta el 31 de diciembre de 1995, en la Sede de las Naciones
Unidas en Nueva York.

Artículo 25
Ratificación, aceptación o aprobación

La presente Convención estará sujeta a ratificación, aceptación o
aprobación. Los instrumentos de ratificación, aceptación o aprobación
se depositarán en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

Artículo 26
Adhesión

Todos los Estados podrán adherirse a la presente Convención.
Los instrumentos de adhesión se depositarán en poder del Secreta-
rio General de las Naciones Unidas.

Artículo 27
Entrada en vigor

1. La Presente Convención entrará en vigor 30 días después de que
se hayan depositado 22 instrumentos de ratificación, aceptación,
aprobación o adhesión en poder del Secretario General de las Naciones
Unidas.

2. Para todo Estado que ratifique, acepte o apruebe la Convención
o se adhiera a ésta después de depositados 22 instrumentos de ratifi-
cación, aceptación, aprobación o adhesión, la Convención entrará en
vigor el trigésimo día después de que dicho Estado haya depositado su
instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión.

Artículo 28
Denuncia

1. Los Estados Partes podrán denunciar la presente Convención
mediante una notificación escrita dirigida al Secretario General.

2. La denuncia tendrá efecto un año después de que el Secretario
General de las Naciones Unidas haya recibido la notificación.

Artículo 29
Textos auténticos

El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino,
español, francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se deposita-
rá en poder del Secretario General de las Naciones Unidas, que enviará
a todos los Estados copias certificadas de esos textos.

Hecha en Nueva York el día nueve de diciembre de mil novecientos
noventa y cuatro.

I hereby certify that the
foregoing text is a true copy, of
the Convention an the Safety of the
United Nations and Associated
Personnel, adopted by the General
Assembly of the United Nations on
9 December 1994, the original of
Which is deposited with the
Secretary-General of the
United Nations.
Je certifie que le texte qui
précéde est une copie conforme de la
Convention sur la sécurité du
Personnel des Nations Unies et du
Personnel, associé, adoptée par

L’Assemblée générale des Nations
Unies le 9 décembre 1994, dont
L’ original est déposé auprés du
Secrétaire Généneral de l’Organisation
des Nations Unies.
For the Secretary-General
The Legal Counsel
(Under-Secretary-General
For Legal Affairs)
Pour le Secrétaire général
Le Conseiller juridique
(Secrétaire Général ad joint
aux affaires juridiques)
Hans Corell
United Nations, New York
16 January 1995
Organisation des Nations Unies
New York, le 16 de janvier 1995

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., mayo 15 de 2001
Aprobada. Sométase a la consideración del honorable Congreso

Nacional para los efectos constitucionales.
ANDRES PASTRANA ARANGO

El Ministro de Relaciones Exteriores,
Guillermo Fernández de Soto.

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébase la “Convención sobre la Seguridad del

Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado” hecha en
Nueva York, el día nueve (9) de diciembre de mil novecientos noventa
y cuatro (1994).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1° de
la Ley 7ª de 1944, la “Convención Sobre la Seguridad del Personal de
las Naciones Unidas y el Personal Asociado”, hecha en Nueva York,
el día nueve (9) de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro
(1994), que por el artículo primero de esta ley se aprueba, obligará al
país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su
publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los ...
Presentado al honorable Congreso de la República por los suscri-

tos, Ministro de Relaciones Exteriores y Ministro de Justicia y del
Derecho,

El Ministro de Relaciones Exteriores,
Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Rómulo González Trujillo.

EXPOSICION DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional y en cumplimiento a lo dispuesto

en los artículos 150 numeral 16 y 189 numeral 2 de la Constitución
Política de la República de Colombia, tengo el honor de someter a su
consideración el Proyecto de ley por medio de la cual se aprueba la
Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas
y el Personal Asociado, hecha en Nueva York, el día nueve (9) de
diciembre de mil novecientos noventa y cuatro (1994).
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El día 9 de diciembre de 1994, la Asamblea General de la Organi-
zación de las Naciones Unidas (ONU) aprobó, por consenso, una
«Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas
y el Personal Asociado». Con este convenio concluía un proceso de
codificación y de desarrollo progresivo del derecho internacional,
realizado a un ritmo excepcional, lo que se explicaba por la imperiosa
necesidad de proporcionar al personal de la ONU una mejor protec-
ción durante el desempeño de sus tareas, cada vez más numerosas,
peligrosas y complejas.

La Asamblea General reconoció, por lo demás, plenamente esa
necesidad, declarándose «gravemente preocupada por el número cada
vez mayor de ataques contra el personal de las Naciones Unidas y
personal asociado que han causado muertes o heridas graves» y
«reconociendo la necesidad de fortalecer y de mantener en examen los
arreglos para la protección» de ese personal1.

La «Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones
Unidas y el Personal Asociado» (en adelante, la Convención) se
inscribe evidentemente en un contexto caracterizado por el considera-
ble aumento del número y la envergadura de las operaciones de
mantenimiento y de imposición de la paz.

A pesar de que la ONU ha tenido que deplorar, desde sus primeros
años de existencia, la pérdida de colaboradores suyos que participaban
en misiones peligrosas, las amenazas con las que se ha visto a veces
confrontado su personal no han obstaculizado demasiado la acción de
la Organización.

Desde comienzos de los años noventa, la situación ha cambiado
radicalmente al respecto, ya que se han multiplicado los ataques contra
la integridad e incluso la vida del personal contratado por la ONU. Si
en el pasado los ataques solían ser accidentales, actualmente se ataca
intencionadamente al personal de la ONU con el único propósito de
paralizar el funcionamiento de la operación en la que participa.

Ese aumento del número de víctimas se debe a numerosos facto-
res, entre los que cabe citar, en particular, el hecho de que la ONU
tiene que intervenir, cada vez con mayor frecuencia, en el manejo de
conflictos internos o en contextos en los que ha desaparecido toda
autoridad.

La ONU comprendió pronto la necesidad de tomar medidas para
mejorar la seguridad de su personal. Por ello, ya en 1992, el Secretario
General consideraba indispensable «(...) proteger debidamente a los
funcionarios de las Naciones Unidas en circunstancias en que sus
vidas corren peligro (...)»2

La comunidad internacional en su conjunto y los Estados que
participan con regularidad en las operaciones de mantenimiento de la
paz, en particular, no tardaron en responder a las cuestiones planteadas
por el Secretario General de la ONU. Así pues, en una declaración
leída por su Presidente el día 31 de mayo de 1993, el Consejo de
Seguridad calificaba de inadmisibles los ataques perpetrados contra el
personal de la ONU y exigía que los Estados reaccionasen sin demora
para enjuiciar y condenar a los autores de tales actos.

El 27 de agosto de 1993, el Secretario General presentó al Consejo
de Seguridad un informe sobre la seguridad del personal de las
Naciones Unidas. Se señalaban en él diversos enfoques que podrían
mejorarla. El Secretario General, al referirse a 1a posibilidad de
elaborar una nueva Convención relativa exclusivamente a la protec-
ción del personal de la ONU, indicaba que dicho instrumento debería:
«codificar y seguir desarrollando el derecho internacional consuetudi-
nario reflejado en la práctica reciente de las Naciones Unidas y de los
Estados Miembros y debería refundir en un solo documento el conjun-
to de principios y obligaciones contenidos en los actuales tratados
multilaterales y bilaterales».

El Consejo de Seguridad tuvo en cuenta ese informe en su Resolu-
ción 868, en la que se prevén algunas medidas para la seguridad del

personal que habrán de adoptarse cuando se organicen futuras opera-
ciones de mantenimiento de la paz.

En las siguientes líneas se presentan brevemente las disposiciones
de la Convención, cuya redacción es pertinente resaltar por su estrecha
relación con el derecho internacional humanitario.

El preámbulo de la Convención recuerda el creciente número de
ataques contra el personal de las Naciones Unidas y el personal
asociado; hace hincapié en la insuficiencia de las medidas existentes,
así como en la urgente necesidad de adoptar medidas complementa-
rias, apropiadas y eficaces.

El artículo 1° contiene ciertas definiciones necesarias para la
comprensión de la Convención. Se define el personal de las Naciones
Unidas como las personas directamente contratadas por las Naciones
Unidas o por sus organismos especializados. El personal asociado
comprende a las personas asignadas por un Gobierno o por una
organización intergubernamental o no gubernamental en virtud de un
acuerdo con el Secretario General de las Naciones Unidas para realizar
actividades en apoyo del cumplimiento del mandato de una operación
de las Naciones Unidas. Por la expresión operación de las Naciones
Unidas se entenderá una operación establecida por el órgano compe-
tente de las Naciones Unidas y realizada bajo su control y autoridad.
Estas operaciones son las que están destinadas a mantener o restable-
cer la paz y la seguridad internacionales y las que impliquen un «riesgo
excepcional para la seguridad del personal».

Además, en el artículo 1° se definen los conceptos de Estado
receptor, como aquel en cuyo territorio se lleve a cabo una operación,
y Estado de tránsito, como aquel en cuyo territorio el personal de las
Naciones Unidas o su equipo esté en tránsito o temporalmente presen-
te en relación con una operación de las Naciones Unidas.

El artículo 2° define el ámbito material de aplicación de la
Convención, es decir, las situaciones a las que se aplica o no la
Convención. Puntualiza, en particular, que la Convención no se
aplicará a las operaciones «autorizadas por el Consejo de Seguridad
como medida coercitiva de conformidad con el Capítulo VII de la
Carta de las Naciones Unidas en las que cualesquiera miembros del
personal participen como combatientes contra fuerzas armadas orga-
nizadas» en un conflicto armado internacional.

El simple hecho de que una acción se base en el Capítulo VII de la
Carta no implica automáticamente la no-aplicabilidad de la Conven-
ción en favor de la aplicación del derecho internacional humanitario.
Esta última sólo se produce en caso de enfrentamientos armados ente
las fuerzas desplegadas por la ONU y fuerzas armadas organizadas.

La cláusula implica que el derecho internacional humanitario se
aplica a los enfrentamientos entre las fuerzas de la ONU y fuerzas
armadas organizadas, y que es el derecho relativo a los conflictos
armados internacionales, y no el de los conflictos internos, el que se
aplica.

El artículo 3° introduce el principio de identificación, mediante un
distintivo, del personal, del material y de los medios de transporte que
participen en operaciones de las Naciones Unidas.

El artículo 5° obliga al Estado de tránsito a facilitar el tránsito sin
obstáculos del personal de las Naciones Unidas que participa en una
operación y de su equipo.

El artículo 10 obliga a los Estados Partes a adoptar las medidas
necesarias para establecer su jurisdicción sobre los delitos definidos
en el artículo 9°.

1 Preámbulo de la Resolución 49/59, aprobada por la Asamblea General de las
Naciones Unidas el 9 de diciembre de 1994. La resolución lleva un anexo con el texto
de la convención.

2 Boutros Ghali, Un programa de paz, Doc. A/47/277, 17 de junio de 1992,
párrafo 68.
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Los artículos 11, 12, 13 y 16 introducen medidas en materia
criminal o penal relativas a la prevención de los delitos, la comunica-
ción de información, el enjuiciamiento o la extradición de los presun-
tos culpables, así como el principio de asistencia mutua en cuestiones
penales.

Los artículos 14 y 15 estipulan la aplicabilidad del principio «aut
judicare aut dedere» a la Convención. El artículo 14 obliga al Estado
en cuyo territorio se haya cometido una infracción a enjuiciar sin
demora al presunto culpable. El artículo 15 establece, por su parte, la
obligación de extraditar a los presuntos culpables de delitos que no
hayan sido enjuiciados con arreglo al artículo 14.

El artículo 17 define el trato imparcial que debe garantizarse al
presunto culpable de los delitos enumerados en el artículo 9°. El
artículo 18 establece la obligación de notificar el resultado final de las
actuaciones incoadas en caso de violación del artículo 9°.

El artículo 20 comprende varias cláusulas de salvaguarda. Estipu-
la, en particular, que nada de lo dispuesto en la Convención afectará a:
la aplicabilidad del derecho internacional humanitario ni de las nor-
mas universalmente reconocidas de derechos humanos; los derechos
de los Estados en lo que respecta a la entrada de personas en su
territorio; la obligación del personal de las Naciones Unidas de actuar
de conformidad con los términos del mandato de una operación de las
Naciones Unidas; el derecho de los Estados que aporten voluntaria-
mente personal a retirarlo de una operación y el derecho a recibir una
indemnización apropiada en caso de defunción, discapacidad, lesión
o enfermedad acontecidos en el transcurso de una operación de las
Naciones Unidas.

Desde el comienzo del proceso de desarrollo progresivo del dere-
cho que daría lugar al texto final de la Convención, se puso de
manifiesto que ésta estaría estrechamente relacionada con el derecho
internacional humanitario y que, por ello, la cláusula de salvaguarda
en favor de este último sería necesaria.

Los respectivos ámbitos de aplicación material de la Convención y
del derecho internacional humanitario son distintos, aunque coincidan
en parte. Así pues, se pueden distinguir dos tipos de situaciones: 1.
Aquellas en las que la Convención y el derecho humanitario se aplican
y 2. Aquellas en las que sólo se aplica el derecho humanitario (es decir,
las situaciones previstas en la cláusula de excepción del artículo 2°,
apartado 2).

Esta dualidad entre la Convención y el derecho humanitario no
molesta, puesto que ambos tienen un objetivo común: garantizar la
seguridad del personal de las Naciones Unidas. La explicación es que
debe considerarse que la Convención, como hemos visto, se desprende
del jus ad bellum, que prohíbe totalmente los ataques contra las fuerzas
de la ONU y no del jus in bello.

A ese respecto, se puede pensar que la complementariedad de los
regímenes previstos por la Convención, por un lado, y el derecho
humanitario, por otro, es conforme con la norma de distinción entre jus
in bello y jus in bellum. Así pues, se puede admitir, en virtud de esa
distinción, que la prohibición de atacar al personal de la ONU o al
personal asociado no impide que, en caso de violación de dicha
prohibición, ese personal se beneficie del derecho humanitario.

La cláusula de salvaguarda del artículo 20 completa afortunada-
mente la cláusula de excepción estipulada en el artículo 2°, apartado
2, de la Convención y garantiza que, en todos los casos en los que la
Convención no baste para garantizar la protección del personal de la
ONU y del personal asociado, deberá aplicarse el derecho internacio-
nal humanitario.

Dado que el contenido de la Convención fue adoptado por la
Asamblea General de las Naciones Unidas llevada a cabo el 9 de
diciembre de 1994, y acogiendo la recomendación realizada por la

Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, en su
Resolución E/CN4/RES/2000/77 del 27 de abril de 2000, el Gobierno
Nacional de la República de Colombia, a través de la Cancillería y del
Ministerio de Justicia y del Derecho, solicita al honorable Congreso
Nacional que apruebe la Convención sobre la Seguridad del Personal
de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, hecha en Nueva York,
el día nueve (9) de diciembre de mil novecientos noventa y cuatro
(1994).

De los honorables Senadores y Representantes,
El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

El Ministro de Justicia y del Derecho,
Rómulo González Trujillo.

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los convenios
internacionales suscritos por Colombia.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la Cancillería presen-
tará anualmente a las Comisiones Segundas de Relaciones Exteriores
de Senado y Cámara, y dentro de los primeros treinta días calendario
posteriores al período legislativo que se inicia cada 20 de julio, un
informe pormenorizado acerca de cómo se están cumpliendo y desa-
rrollando los Convenios Internacionales vigentes suscritos por Co-
lombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno Nacional encargada
de ejecutar los Tratados Internacionales de su competencia y requerir
la reciprocidad en los mismos, trasladará la información pertinente
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las Comisiones
Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley se incorporará
como anexo a todos y cada uno de los Convenios Internacionales que
el Ministerio de Relaciones Exteriores presente a consideración del
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su promulgación.
El Presidente del honorable Senado de la República.

Amílkar Acosta Medina.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Pedro Pumarejo Vega.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Carlos Ardila Ballesteros.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Diego Vivas Tafur.

República de Colombia – Gobierno Nacional.
Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de enero de 1998.

ERNESTO SAMPER PIZANO
La Ministra de Relaciones Exteriores,

María Emma Mejía Vélez.

SENADO DE LA REPUBLICA
SECRETARIA GENERAL

 Tramitación de Leyes
Bogotá, D. C., agosto 02 de 2002.
Señor Presidente:
Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de ley número 28

de 2002 Senado, “por medio de la cual se aprueba la “Convención
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sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal
Asociado”, hecha en Nueva York, el día nueve (9) de diciembre de mil
novecientos noventa y cuatro (1994), me permito pasar a su Despacho
el expediente de la mencionada iniciativa que fue presentada en el día
de hoy ante la Secretaría General. La materia de que trata el mencio-
nado Proyecto de ley es competencia de la Comisión Segunda Cons-
titucional Permanente, de conformidad con las disposiciones regla-
mentarias y de ley.

El Secretario General (E) del honorable Senado de la República.
Luis Francisco Boada G.

PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO
DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., agosto 2 de 2002.
De conformidad con el informe de Secretaría General, dése por

repartido el Proyecto de ley de la referencia a la Comisión Segunda
Constitucional y envíese copia del mismo a la Imprenta Nacional con
el fin de que sea publicado en la Gaceta del Congreso.

Cúmplase.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Luis Alfredo Ramos Botero.

El Secretario General  (E) del honorable Senado de la República,
Luis Francisco Boada G. IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA - 2002
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